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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Federico Casaretto, Presidente, y José Carlos Mahía, 
Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Álvarez López, Roque Arregui, Juan José Bruno, Nora Castro 
y Tabaré Hackenbruch Legnani. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes José Amorín, Edgardo Ortuño y Horacio Yanes. 


ASISTEN: Señores Representantes Javier Cha, Álvaro Delgado, Daniel Bianchi, Dante Nogueira Lais, 
Héctor Tajam, Washington Abdala y Pablo Abdala. 


INVITADOS: Señor Ministro de Educación y Cultura, ingeniero químico Jorge Brovetto; doctor Felipe 
Michelini, Subsecretario; por el CODICEN: doctor Luis Yarzábal, Presidente, y Lilián 
D”Elía y Héctor Florit, Consejeros; profesor Oruam Barboza, Director Ejecutivo de 
Formación Docente; profesor Alfredo Guido, Director del Consejo de Educación 
Secundaria; magister Edith Moraes, Directora del Consejo de Educación Primaria; profesor 
Wilson Netto, Director del Consejo de Educación Técnico Profesional; doctora Graciela 
Bianchi, Prosecretaria General del Consejo de Educación Secundaria; y profesor Amaro 
Uriarte, asesor del Consejo de Educación Técnico Profesional. 


SEÑOR PRESIDENTE (Casaretto).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir al señor Ministro de Educación y Cultura, 
ingeniero químico Jorge Brovetto, al Subsecretario, señor Felipe Michelini, al Presidente del CODICEN, 
doctor Luis Yarzábal, a los Consejeros, profesora Lilián D”Elía y al maestro Héctor Florit, al Director 
Ejecutivo de Formación Docente, profesor Orvam Barboza, al Director Interino de Enseñanza Secundaria, 
profesor Alfredo Guido, a la Prosecretaria General de Enseñanza Secundaria, doctora Graciela Bianchi, al 
asesor del Consejo de Educación Técnico Profesional, profesor Amaro Uriarte, a la Directora General del 
Consejo de Enseñanza Primaria, maestra Edith Moraes y al Director de UTU, profesor Wilson Netto. 


La sesión de hoy ha sido convocada a fin de tratar una serie de inquietudes planteadas por una diversidad de 
legisladores referentes, sobre todo, a algunos artículos y denuncias con respecto a temas de laicidad en los 
departamentos de Colonia, Florida y Maldonado. 


Antes de comenzar la sesión, conversamos sobre la posibilidad de ordenar la reunión, ya que el tema es 
vasto. En ese sentido resolvimos que se hicieran primero los planteos por parte de los señores legisladores 
que solicitaron la concurrencia de las autoridades, para luego escuchar, como corresponde, las respuestas del 
Poder Ejecutivo y de las autoridades de la Enseñanza. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Corresponde agradecer y dar la bienvenida a la nutrida delegación del 
Ministerio de Educación y Cultura y de los organismos rectores de la educación en el Uruguay. 


El motivo de la citación, tal cual se ha adelantado, es conversar sobre un tema que me parece central y 
esencial en la educación del Uruguay, como el de la laicidad. El hecho de que sea central es algo reconocido 
por todos los partidos. Con el Ministro compartimos una Comisión que discutió los temas fundamentales de 
la educación, economía y relaciones internacionales. Allí llegamos a un acuerdo que nos pareció muy 
importante en cuanto al reconocimiento de la laicidad y de la tradición que esta ha tenido en nuestra 
educación, que es absolutamente fundamental. 


Cuando el doctor Vázquez nos visitó en la Casa del Partido Colorado para ofrecernos integrar los Entes 
Autónomos -previo a la discusión de estos temas- nosotros le dijimos que no teníamos especial interés en 
estar en ningún Ente Autónomo, salvo en el CODICEN y en los organismos desconcentrados, porque 
pensábamos que estando allí dos representantes de la oposición podíamos asegurar y ayudar a mantener este 
concepto que para nosotros era el más importante de todos los que había en el país. Lamentablemente, los 
hechos mostraron que el Partido de Gobierno pretendía tener una mayoría de cuatro miembros en el 
CODICEN. Fue ese y no otro el motivo para que el Partido Colorado dijera que no iba a participar en 
ninguno de los Entes, porque lo único que realmente nos interesaba era estar en el CODICEN. 


Señor Ministro: en los últimos meses hemos recibido algunas denuncias de violación de laicidad que nos 
preocupan. Por lo tanto, nosotros que, en general no pedimos a los Ministros que visiten demasiado el 
Parlamento, lo hemos citado porque nos parece que el tema es particularmente grave. 


Le voy a hacer comentarios sobre alguna de estas denuncias que son las que en realidad tenemos 
confirmadas. Voy a ser franco: tenemos muchas más, pero las que tenemos confirmadas son las siguientes y 
son sobre las que queremos conversar con ustedes. 


En el mes de octubre, en el liceo de Nueva Helvecia, la Directora Ana Falero, con motivo de la 
conmemoración del Día del Patrimonio, entendió que era importante -y así lo hizo- invitar al Diputado 
Homero Viera del Frente Amplio, representante del departamento de Colonia, del MPP, ex tupamaro, a los 
efectos de que relatara con lujo de detalles el robo de armas en el Club de Tiro Suizo, acaecido en el año 
1963. Allí fue el Diputado Viera y ante alumnos de tercer año de liceo hizo un comentario detallado de lo que 
él entendía era la situación en Uruguay, de los hechos que motivaban que hubiera una situación convulsiva en 
el país, de los hechos que motivaban que en toda América Latina hubiera ese tipo de revoluciones. 


Nosotros tenemos, y ponemos a disposición del señor Ministro, la grabación de las palabras de la Directora 
cuando lo introduce en estos temas y del propio Diputado Viera. 


Francamente, señor Ministro, nos parece que es una actuación totalmente desgraciada que vaya un 
representante de un sector político del país más que de un partido político a decir su planteamiento y poner 
como tema fundamental del Día del Patrimonio el robo al Club de Tiro Suizo; nos parece que es una opción 
rebuscada, que viola radicalmente la laicidad. 


La Federación de Profesores de Enseñanza Secundaria realizó una declaración diciendo que le parecía 
realmente bien lo que se había hecho y que estaba en un todo de acuerdo con lo ocurrido en ese momento. 


El mismo día, pero aquí en Montevideo, en la Casa Central de la Universidad del Trabajo, se realizó un acto - 
me acota el señor Diputado José Carlos Cardoso, en el Edificio Manuel Oribe-, convocado por el Consejo de 
Educación Técnico Profesional. La invitación dice: "El Consejo de Educación Técnico Profesional tiene el 


agrado de invitar a usted al acto de homenaje al maestro técnico Carlos Alfredo Rodríguez Mercader, 
desaparecido en la ciudad de Buenos Aires el 1” de octubre del año 1976". 


En este acto hicieron uso de la palabra la ex señora del señor Rodríguez Mercader, la madre, que había sido 
Directora de la Escuela Técnica o del Liceo de Santa Lucía en una época. Comprendemos absolutamente las 
palabras de ellas, porque como todos los uruguayos repudiamos profundamente todos los asesinatos 
cometidos por las dictaduras de ambos márgenes del Plata; absolutamente. 


Hizo uso de la palabra también el señor Hugo Cores y, ahí sí, hizo alusiones directas a temas políticos 
actuales, comparando actitudes y actuaciones de este Gobierno con los Gobiernos anteriores, por lo cual 
entendemos que es una profunda violación a la laicidad. 


El señor Carlos Rodríguez Mercader -repito, seguramente vilmente asesinado en época de dictadura en la 
República argentina- había secuestrado, torturado y pedido rescate por el señor Sergio Molaguero, un joven 
de veintidós años, cuyo delito o cuya desgracia para ser elegido como víctima del secuestro era ser hijo de un 
empresario que tenía una fábrica de calzados en Santa Lucía. 


El joven Molaguero fue devuelto luego de dos meses de secuestro y después de pagado el rescate; y vivió 
esos dos meses en un sótano de una casa en el Cerro, en una habitación -por decirlo de alguna manera- de un 
metro de ancho por un metro noventa de largo. Fue sometido al frío, fue sometido a la falta de alimentación y 
fue sometido, por lo menos, a torturas psicológicas. 


Esto que estoy comentando acá me fue comentado directamente por el señor Sergio Molaguero. Por este 
secuestro, lamentablemente, el desaparecido Carlos Rodríguez Mercader no tuvo pena porque se fue del país. 
Las otras personas que integraban el grupo que lo secuestró y lo torturó sí fueron sancionados y cumplieron 
muchos años de pena. Esto sucedió entre los meses de mayo y junio del año 1972, cuando en Uruguay 
todavía no había golpe de Estado. 


Hemos recibido denuncias también, señor Ministro, acerca de charlas en el Liceo de Juan Lacaze, en las 
cuales -según las denuncias- la profesora Mónica Cedrés invitó a varios ex integrantes del Movimiento de 
Liberación Nacional a los efectos de analizar y dar charlas sobre historia reciente. Tenemos los nombres de 
las personas que concurrieron -sabemos que son más-; se trata de los señores Roberto Vladimir Cabrera y 
Albérico Torres Guigou, que estuvieron en el salón polivalente y en las clases de liceo hablando de temas de 
historia reciente. 


Finalmente, señor Ministro, le queremos comentar que en el Congreso de profesores de Historia realizado en 
el departamento de Salto, -sobre el que nos han dicho, y aquí pedimos aclaración a los integrantes de la 
Dirección de la educación del Uruguay, que el hecho de concurrir le da puntos a los profesores a efectos de 
eventuales concursos futuros-, uno de los congresistas, el señor Julio Louis realizando una ponencia respecto 
a qué integración hacemos referencia, termina su intervención de pie y gritando "Viva Cuba, viva Fidel 
Castro", lo que por parte relativamente importante de la concurrencia fue replicado repitiendo las mismas 
palabras. 


Señor Ministro: a nosotros nos preocupa enormemente toda la situación, nos preocupa que una educación que 
por primera vez desde el año 1985 está dirigida por un solo partido político, tenga en sus distintas 
manifestaciones en todo el país actuaciones de miembros de ese partido político -y no de otro- que representa 
a toda la educación en el Uruguay, hablando de temas políticos y actuales. Nos parece que estamos corriendo 
el enorme riesgo de dejar de lado lo que desde siempre -por lo menos desde Varela hasta nuestros días- ha 
sido la gran tradición del Uruguay. Me consta y lo quiero decir porque corresponde que lo haga, que la 
mayoría de ustedes defienden y quieren tanto a la laicidad como yo, porque han sido formados en este país. 
Creo que las autoridades de la educación tienen que tener en este momento especialísimo cuidado con esto. 
Hay un solo partido en el gobierno de la educación, y son miembros de ese partido los que van a hablar de 
historia reciente, invitados por autoridades de la educación. 


Nos parece que estamos claramente pasándonos de la línea. Estamos analizando los casos de derechos 
humanos -me parece bien que se analicen y creo que todos tenemos que estar absolutamente del mismo lado- 
de forma distinta de acuerdo a quién comete esa violación. 


Por lo tanto, señor Ministro, cuando llegue el momento usted dará la palabra a quien decida a efectos de que 
nos digan qué se ha hecho, qué investigaciones se han realizado, cuáles son las conclusiones a las que se 
llegó, cuál fue el criterio que se utilizó para homenajear y poner una placa a un joven lamentablemente 
desaparecido en Argentina, como es el señor Carlos Rodríguez Mercader, si se entiende que entre los valores 
fundamentales que debemos trasmitir a nuestros jóvenes está el amor por la democracia y si terminando un 
congreso gritando "Viva Fidel y viva Cuba" lo estamos haciendo. 


En fin, me gustaría que a través de lo que hemos expresado hasta ahora, nos intenten aclarar cuál es el 
camino, cuál es el rumbo, y si este tipo de hechos que han ocurrido hasta ahora -desde mi punto de vista 
lamentables- se van a repetir en el futuro. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero ser bien concreto y, por lo tanto, procuraré ser breve. Mi 
propósito es interrogar a las autoridades de la enseñanza y al señor Ministro que encabeza la 
delegación que hoy nos visita, con relación a un episodio específico ocurrido en un liceo de Montevideo 
-me estoy refiriendo al Liceo N” 13 de Maroñas- y que en algún sentido diría -más allá de las 
diferencias de carácter geográfico y de la distancia territorial- que está vinculado con lo que acaba de 
describir el señor Diputado Amorín Batlle. 


A nuestro Partido por supuesto también le preocupa y mucho el giro que en el ámbito de nuestro sistema 
educativo las cosas vienen adquiriendo, fundamentalmente con relación al tratamiento que el principio de la 
laicidad, tan caro para la tradición nacional, viene teniendo. Desde ese punto de vista, por lo tanto, hacemos 
una valoración semejante y, sin ninguna duda también en nuestro planteamiento y en la preocupación que 
ahora le vamos a trasmitir a las autoridades de la enseñanza también está, por lo tanto, esa perspectiva 
preocupante de esta situación. 


Esos episodios han tomado estado público y seguramente las autoridades de la enseñanza ya saben a qué me 
estoy refiriendo. Concretamente quisiera interrogar al señor Ministro, a las autoridades del CODICEN, a las 
autoridades del Consejo de Educación Secundaria con relación a algunas decisiones que en los últimos días 
se han adoptado con relación a un docente en particular, pero al mismo tiempo, quisiera consultar con 
relación a algunas actitudes que otros docentes de ese mismo centro de enseñanza, en el marco de 
determinadas acciones gremiales asumieron con relación a los educandos. 


Me estoy refiriendo al reclamo de parte de la organización gremial de los docentes por la destitución de un 
profesor de supuesto o presunto pasado delictivo o de torturador. Aclaro que no defiendo torturadores ni 
delincuentes, pero lo que sí defiendo -y creo que es nuestra obligación como legisladores- es al Estado de 
derecho, al adecuado funcionamiento del sistema jurídico y, por lo tanto, a la plena vigencia de todas las 
garantías constitucionales que los ciudadanos de este país tenemos consagradas por la Constitución, desde la 
persona más honorable hasta el más deleznable de los delincuentes. Creo que en eso todos vamos a estar 
absolutamente de acuerdo. 


Concretamente, quisiera saber cuáles fueron los fundamentos de hecho y de derecho que llevaron a las 
autoridades de Secundaria a tomar la decisión que esta semana se tomó, separando del cargo con retención 
del medio sueldo a este docente, reitero, no porque me importe esta persona, que me importa bastante poco; 
en todo caso lo que me puede llegar a importar es la forma en que las autoridades de nuestro país ejercen sus 
competencias y, en este caso, toman decisiones de carácter administrativo que pueden eventualmente estar 
más allá de lo que la Constitución y la ley establecen. 


Está claro -lo establece la Constitución- que en nuestro país nadie puede ser penado ni confinado sin forma 
de proceso y sentencia legal, que se prohiben los juicios por comisión, y está claro, por lo tanto, que quien en 
todo caso debe procesar e imputar conductas de carácter delictivo, determinar si las mismas existieron y 
valorar las pruebas y semiplenas pruebas que puedan existir con relación a cualquier conducta antijurídica es 
la Justicia, y no la autoridad administrativa, el Poder Ejecutivo ni las autoridades de la enseñanza. 


De manera que una primera consulta tiene que ver con esta decisión. Sé que se han invocado presuntos 
apartamientos morales de parte de este funcionario; tengo entendido -no soy lego en esta materia- que el 
Estatuto docente establece la posibilidad de tomar medidas correctivas, separar del cargo a un funcionario, 
etcétera, cuando efectivamente hay apartamientos morales. Quiero saber si esos apartamientos morales están 
basados en las denuncias que formularon los docentes o eventualmente, supongo, en los elementos de 


convicción, en los indicios o en la semiplena prueba de algún delito que esta persona pudiera llegar a haber 
cometido. Si efectivamente es así, quisiera preguntar si es a las autoridades de la enseñanza a quien 
corresponde hacer la valoración de esa prueba o de esos elementos de convicción o si no hubiera sido lógico 
y razonable -me lo pregunté a mí mismo- haber puesto todos esos elementos en conocimiento de la autoridad 
jurisdiccionalmente competente, que es el Poder Judicial, y después estar a lo que este resolviera. Esa es la 
duda que, básicamente, se me generó al haber tomado conocimiento de esta situación que conocí a través de 
los medios de comunicación. 


Reitero: no conozco a este señor, no defiendo a torturadores, me importa bastante poco el destino que él 
pueda tener pero sí me importa que él, como todos los ciudadanos de este país, tenga un destino con arreglo a 
derecho y con la plena vigencia de todas las garantías constitucionales. Esa es mi primera interrogante. 


Con relación a estos mismos episodios quiero decir que lo que motivó mi preocupación por los hechos 
acaecidos en el Liceo N* 13 no fue la suerte de este señor sino la suerte de los educandos, porque antes que 
nada y antes de la decisión de esta semana del Consejo de Educación Secundaria tomó estado público que en 
el marco de ese reclamo que la organización de docentes realizaba, y en el marco de las organizaciones 
callejeras, de los paros que se venían haciendo, habrían ocurrido -acá también hablo en condicional- 
situaciones irregulares de parte de dirigentes gremiales o de parte de los docentes que reclamaban lo que 
reclamaban. 


Concretamente, el día viernes 6 de octubre -esto fue denunciado por padres de distintos alumnos de ese 
centro de enseñanza y en el propio ámbito de esta Comisión de Educación y Cultura; personalmente a mí me 
llegaron una serie de reclamos y de notas firmadas por un número muy importante de padres de alumnos de 
ese liceo-, cuando hubo una movilización muy importante en torno a este reclamo en horario de clase, 
muchos estudiantes fueron compelidos, presionados, inducidos, cuando no amenazados, a participar en esta 
movilización, inclusive, bajo la amenaza o advertencia de que si no formaban parte de esas expresiones de 
reclamo de parte de los docentes -que se trasuntaba en el corte de la calle, en repartir volantes, en manifestar 
en la vía pública- se exponían a determinadas represalias de parte de éstos, entre ellas, que les pondrían la 
falta del día. Si esto fuera así -reitero, yo no sé sí es así; así se nos transmitió y tomó estado público-, es de 
una enorme gravedad. Creo que ya no afecta solo el principio de laicidad; la convocatoria es de carácter 
político y desde ese punto de vista el principio de laicidad se vería afectado. Pero, además, violenta las 
propias libertades individuales de los estudiantes, violenta los derechos fundamentales desde ese punto de 
vista, consagrados en la Constitución y, por lo tanto, creo que estamos ya no solo ante una conducta 
censurable en cuanto a lo político sino que -daría un paso más- se debería analizar si desde el punto de vista 
penal no habría en esta situación y en la conducta de esos docentes -que, reitero, presuntamente llevaron a los 
estudiantes a tomar parte de estas movilizaciones- alguna conducta de responsabilidad ya mayor, ya no solo 
administrativa o política sino eventualmente de carácter penal. 


Básicamente estos son los aspectos de esta situación que mucho nos preocupan. La situación es grave en sí 
misma si, en todo caso, estos aspectos describieran apenas un hecho aislado, pero se vuelve mucho más grave 
porque -como decía al comienzo- desde nuestra perspectiva no hablan de un hecho meramente aislado sino 
que se inscribe en un contexto que, a nuestro Partido y a la oposición -como está claro- mucho preocupa ya 
que en este momento tiene que ver, ni más ni menos, con la suerte del sistema educativo, cuya importancia y 
relevancia para el destino del país y el mejoramiento colectivo, creo que no es necesario que intentemos 
fundamentar, porque lo descuento como un valor sobreentendido y asumido por todos los que estamos acá, 
independientemente del rol que estamos cumpliendo. Así que esas dos interrogantes o este planteo con 
relación al Liceo N* 13 en los dos episodios que lo componen, es lo que queríamos dejar planteado a la 
espera de una respuesta de las autoridades del CODICEN y del señor Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑOR NOGUEIRA.- El 15 de junio de este año, el señor Diputado Carlos Enciso Christiansen hizo 
una denuncia por una violación del principio de laicidad y de la normativa vigente que, según nosotros 
entendemos, hubo en la UTU de Florida. 


No hemos recibido ninguna respuesta al respecto; nadie nos contestó nada. Nuestro interés es saber qué 
medidas se tomó respecto a esta denuncia. 


No sé si la Mesa desea que haga llegar esta carta o que la lea para conocimiento de los señores Diputados. En 
el día de hoy yo estoy supliendo al señor Diputado Enciso Christiansen y tengo en mi poder esta carta donde 


se plantea la denuncia mencionada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si usted, señor Diputado, lo desea, puede dar lectura a esa carta y después 
hacemos una fotocopia para entregar a las autoridades. 


SEÑOR NOGUEIRA.- La carta dice así: "Montevideo, 15 de junio de 2006.- Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes.- Dr. Julio Cardozo Ferreira.- Presente.- De acuerdo a lo establecido en el 
art. 155 del Reglamento de esta Cámara, el suscrito Representante Nacional plantea su gran 
preocupación por los hechos ocurridos el día 7 de junio del corriente, en el Centro Comercial e 
Industrial de Florida, en ocasión de una actividad partidaria, organizada por el Partido Socialista, 
donde el Economista Daniel Olesker dio una charla sobre la proyectada reforma tributaria.- A esta 
actividad política concurrieron los alumnos que cursan Administración en la UTU de Florida en el 
turno nocturno, ocasión en que se pasó lista como si fuera una clase ordinaria.- Esto constituye una 
clara violación al principio de laicidad, en su sentido más amplio y en el espíritu que significó la 
reforma vareliana.- Consultadas las autoridades del Centro Comercial e Industrial, confirmaron que 
habían prestado las instalaciones al Partido Socialista, y que se había entregado folletería de dicho 
Partido, en la charla en cuestión.- La Señora Directoria, Prof. Blanca Arrillaga, afirmó que se trataba 
de una actividad de "extensión" y que respondía a una invitación cursada por las autoridades del 
Centro Comercial e Industrial de Florida, extremo que fue negado por las mismas.- Este hecho es 
abiertamente violatorio de principios básicos de la libertad de enseñanza y de la legislación 
correspondiente. Una enseñanza, que busca la formación de un sujeto moral autónomo.- No solamente 
en el principio constitucional establecido en el artículo 58 de la carta, que expresa que "Los 
funcionarios públicos están al servicio de la Nación y no de una fracción política. En los lugares y las 
horas de trabajo queda prohibida toda actividad ajena a la función, reputándose ilícita la dirigida a 
fines de proselitismo de cualquier especie", así como de la propia Ley _de enseñanza N” 15.739 que 
expresa textualmente.- Artículo 3”.- Ningún funcionario podrá hacer proselitismo de cualquier especie 
en el ejercicio de su función o en ocasión de la misma, ni permitir que el nombre o los bienes del Ente 
sean utilizados con tal fin.- Además del decreto reglamentario de dicha ley y reglamentaciones internas 
del propio CODICEN, como el Estatuto del Funcionario Docente. Es más, el Señor Presidente del 
Consejo Directivo Central de la ANEP, ha expresado en varias comparecencias parlamentarias, 
reiteradamente, que no se permitirá proselitismo de cualquier índole en la enseñanza pública.- Por lo 
tanto, el suscrito Representante Nacional espera del CODICEN la aclaración y eventualmente la 
delimitación de responsabilidades por la violación notoria, no solo del principio de “laicidad”, sino de la 
normativa vigente.- Quienes desde posiciones gremiales en ámbitos estudiantiles luchamos contra el 
autoritarismo de la dictadura en la enseñanza, no queremos volver a prácticas similares, como cuando 
se obligaba a los alumnos a concurrir a los actos oficiales de las Fuerzas Armadas.- Solicito que se 
envíe copia de esta exposición al Ministerio de Educación y Cultura, a la Administración Nacional de 
Educación Pública y al Consejo de Educación Técnico Profesional- Carlos Enciso Christiansen.- 
Representante por el Departamento de Florida". 


SEÑOR CASARETTO.- Yo quiero dar la otra cara, la contracara de todo esto que viene sucediendo y 
que ha sido denunciado por los legisladores intervinientes. Ustedes saben que más allá de las 
dificultades y del bloqueo político notorio que hay en el departamento de Maldonado, hemos 
encontrado un ámbito en el que trabajamos los cinco Diputados juntos. Desde que asumió este 
Parlamento, los cinco Diputados pertenecientes a los tres partidos políticos con representación en la 
Cámara por el departamento, hemos generado una instancia que le llamamos "bancada Maldonado" y 
cada diez o quince días nos reunimos, recibimos delegaciones y tratamos temas generalmente 
departamentales que son los que uno puede abordar en conjunto, los que no tienen color partidario, y 
después cada uno lo encamina de la forma en que lo entiende conveniente. 


Entre estas actividades que hemos tenido, solicitamos en el mes de marzo de este año, una reunión con la 
Sala de Directores de Educación Secundaria del departamento de Maldonado. 


Ustedes saben que cuando comienza el año surgen interrogantes, dificultades, problemas de ajuste y cada uno 
de nosotros había recibido por distintas vías reclamos con respecto a la instrumentación del boleto estudiantil, 
a dificultades locativas fruto del aumento del número de estudiantes, etcétera. En los departamentos del 
interior, el legislador es uno de los primeros en recibir los reclamos y las quejas. Creímos conveniente 


mantener una reunión, no puntualmente con los Directores de cada uno de los liceos sino con la Sala de 
Directores, y tampoco en un centro de enseñanza, sino que los convocamos a una Sala de la Junta 
Departamental que es donde habitualmente nos reunimos los cinco Diputados cuando hacemos este tipo de 
actividad. La reunión se pautó para el viernes anterior a la Semana Santa y el jueves, a última hora de la 
tarde, nos es comunicado por uno de los Directores de Educación Secundaria a los cinco Diputados que no 
iban a poder concurrir a la reunión porque la Directora General de Educación Secundaria, la profesora 
Mazzei, prohibía la concurrencia de los Directores para reunirse con los legisladores. 


Entiendo que hay reglamentaciones a nivel de enseñanza secundaria que a veces se han aplicado, y otras no. 
No es la primera vez que legisladores nos reunimos con Directores de liceos. Es más: muchas veces, los 
propios Directores son los que vienen a hacernos reclamos o nos transmiten distintas inquietudes para que los 
legisladores las volquemos aquí y obtener así mejoras para su liceo o su Universidad técnica. Somos un 
vínculo, un canal por el cual muchas veces se obtienen mejoras para cada uno de esos centros de estudio. 
Más precisamente, en el comienzo del año, los cinco Diputados nos trasladamos a la Inspección 
Departamental de Maldonado por el problema de que se iban a sortear los estudiantes en los distintos liceos. 
Fuimos recibidos. Fuimos al domicilio de la profesora Mazzei que siempre se ha mostrado muy solícita 
frente a los reclamos que hemos hecho. 


Ahora, nos encontramos con que han pasado los meses y a los cinco Diputados de un departamento 
pertenecientes a los tres partidos políticos y fuera de un centro de enseñanza se les prohibe una reunión, y con 
que profesores o Directores invitan a legisladores de un solo partido a hablar de temas netamente políticos. 
Por lo tanto, el día que se votó el llamado a ustedes como autoridades a esta Comisión, planteamos la 
necesidad de que hoy se concurra con las reglas claras. ¿Qué es lo válido hoy? ¿Los legisladores como 
representantes del pueblo tenemos vedada la charla con los jerarcas medios o intermedios de la educación? 
Yo diría que semanalmente nos invitan a visitar los liceos. Yo he concurrido hace una semana a la celebración 
de los diez años del Liceo N* 3 de Maldonado. Ahí somos bienvenidos. Cuando vamos a hablar sobre los 
problemas del techo que se llueve, que hay humedad o que faltan determinados útiles, ahí no podemos 
hablar; tenemos que dirigirnos como corresponde a las autoridades de la Educación Secundaria. 


Eso es lo que hoy necesitamos saber. 


Hoy no traigo ninguna denuncia de las que sí se han planteado aquí, que son muy graves. Traigo la otra cara, 
la que indica que cuando queremos hacer las cosas bien, mostrando pluralidad de ideas, haciéndolo fuera de 
un centro de estudios, se nos dice que no, que el rigor de la ley dice que allí los legisladores no pueden tener 
ningún tipo de contacto y que en esta materia se tienen que seguir las vías formales, hablar con quien 
corresponda. 


Este planteo lo realicé en la media hora previa de la Cámara de Representantes, el día 18 de abril, lo envié al 
Consejo de Educación Secundaria, y obviamente, hasta el día de hoy, ninguno de los Diputados de 
Maldonado tuvimos respuesta. 


Entonces, el sentido de mi planteo es: ¿cuáles son las reglas con las que nos tenemos que manejar los 
legisladores? Para mí son muy claras. Un legislador es un representante de la ciudadanía y tiene derecho a 
entrar a cualquier repartición del Estado, sea de la enseñanza, de la salud, etcétera, siempre y cuando respete 
claramente las normas que rigen en nuestro país. Esto en primera instancia. 


Ahora, si vamos a aplicar normas internas, que pueden ser discutibles pero que las hay, apliquémoslas 
justamente y no veamos lo que ha sido denunciado hoy en que legisladores que por ser del Gobierno o 
defender determinada ideología cuentan con el privilegio de ser invitados a determinados ámbitos a hablar de 
sus convicciones. Soy de los que creo que la laicidad no es que todas las voces vayan y digan lo que tengan 
que decir. Para eso están los docentes que son quienes transmiten dentro de la libertad de cátedra 
determinadas orientaciones y el estudiante tiene que irse con esa inquietud de investigar y desarrollar los 
conocimientos en base a lo que el docente le deja. De lo contrario, entraríamos en la carrera proselitista en la 
cual los partidos políticos incluiríamos dentro de nuestra gira por los comités y los centros cívicos de cada 
departamento la visita a los centros de estudio. Creo que eso no es laicidad. No es laicidad que ahora al Liceo 
de Nueva Helvecia vaya un integrante del Partido Nacional a decir cuál fue el rol que el partido jugó antes de 
la dictadura o que vaya un militar de la época del proceso a dar la versión de por qué se dieron esos hechos. 
Eso no es laicidad. Creo que laicidad es lo otro: brindar todos los conocimientos y después que el educando 
sea quien los pueda desarrollar. 


Agradezco la oportunidad y, para el desempeño de todos nosotros, me gustaría saber claramente cuáles son 
las reglas con las que los legisladores nos tenemos que manejar de aquí en más. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Señor Presidente, señores legisladores: en 
primer término, quiero resaltar la importancia que tiene para este Gobierno, para el Ministerio de 
Educación y Cultura y, sin duda, para las autoridades de la educación, la instancia que hoy estamos 
viviendo, que parte de un contexto positivo de discusión, de diálogo, de enfrentamiento de posiciones 
con respecto al tema educativo. Quiero resaltar también la seriedad de los planteos realizados, más allá 
de que, sobre los hechos en sí, podamos luego analizarlos y ver qué representan cada uno de ellos. 
Sobre los comentarios, podemos tener diferencias de enfoque o de posiciones. No obstante ello, quiero 
recalcar la seriedad con que han sido planteados los temas. Justamente, como respuesta a ello, de 
antemano ya la composición de esta delegación -que ha traído como consecuencia el cambio de Sala 
dada la cantidad-, encabezada por el Ministro y el Subsecretario y con la presencia de los integrantes 
del Consejo Directivo Central -CODICEN-, de la ANEP y de las autoridades de los cuatro Consejos 
Desconcentrados del sistema, demuestra la importancia del tema. 


Hechas estas aclaraciones, quiero decir algo más. Creo que esta discusión se da en un momento -más allá de 
las dificultades y de las problemáticas que traigan como consecuencia el enfrentamiento de ideas, de 
posiciones, de enfoques-, extremadamente positivo porque está a consideración un sistema educativo que - 
creo que hay consenso de ideas entre todos los sectores políticos y diría los sectores sociales- requiere ser 
revisado. 


Señalaba el señor Diputado Amorín Batlle, con razón, que esto comenzó siendo inclusive un ámbito de 
discusión de todos los sectores políticos con representación parlamentaria, sin diferencias de posiciones con 
respecto a la importancia de profundizar estos temas. Ya en ese momento se hacía referencia al principio 
histórico de la laicidad en el Uruguay. 


Quiero recalcar que esta propuesta no nació exclusivamente del Poder Ejecutivo sino que contó con el apoyo 
de la propia Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Diputados, de las autoridades de la educación 
a nivel de la ANEP, de la Universidad de la República y también de las instituciones privadas y del resto del 
sistema educativo en la Comisión Coordinadora de la Educación. Me refiero a esta instancia de debate que se 
está dando a nivel nacional, que está sin duda removiendo muchos de los principios, de las acciones y, por 
supuesto, también de las orientaciones y medidas tomadas en el ámbito de la educación en los últimos años, 
particularmente en el tema de la laicidad. Habría que analizar qué se entiende por laicidad y cómo un país 
profundamente democrático debería llevar adelante este concepto. 


Este tema comenzó a considerarse nada menos que cuando la ANEP tomo la decisión -que nosotros 
acompañamos, pero que fue tomada de manera autónoma por sus autoridades, como corresponde- de 
incorporar en los estudios curriculares la historia del pasado reciente a nivel mundial y nacional. 


Sin duda, éramos conscientes de que discusiones de este tipo iban a surgir. Sabíamos que se iban a suscitar en 
ámbitos como el parlamentario; corresponde que así sea, porque aquí es donde se debe dar la discusión. 
Inclusive, en más de una instancia pensamos que había cierta reticencia en el ámbito parlamentario a discutir 
temas que le son propios -por supuesto con la representación de las diferentes visiones políticas que se tienen 
en el país con respecto a distintos temas-, pero consideramos que el de la laicidad debía discutirse 
profundamente. 


Este Gobierno y este Ministerio de Educación y Cultura tienen el concepto de que la laicidad pasa, entre otras 
cosas, por conocer. Una de las peores agresiones a la laicidad es la ignorancia. Para preservar realmente la 
laicidad hay que tratar de conocer, de saber. No hay temas vedados; no puede haber temas ocultos. Quizás, 
una de las peores formas de agresión a la laicidad sea la de vedar problemas, la de ocultarlos, la de evitar que 
surjan y que su análisis y conocimiento sea motivo de diálogo y, también, de confrontación. 


Entonces, éramos conscientes de que este tipo de cosas iban a surgir. Nos parece extremadamente positivo 
que surjan. 


Si los señores legisladores están de acuerdo, voy a realizar algunas propuestas sobre los temas a tratar. Con 
este planteo de carácter general no pretendemos dejar de analizar puntualmente cada una de las denuncias, 


porque nos corresponde. Está muy bien que ustedes las planteen y responderlas es nuestra obligación. Al 
decir "nuestra", quiero hacer un pequeño paréntesis simplemente para que quede claramente establecido en la 
versión taquigráfica algo que ustedes ya conocen: la autonomía de los entes de la enseñanza. Hoy me 
acompañan las máximas autoridades de la ANEP: su Presidente, los integrantes del Consejo Directivo 
Central y, también, de los Desconcentrados. La ANEP es autónoma. Cuando hablamos de esta representación 
somos particularmente cuidadosos de respetar esa autonomía. Defendimos esa autonomía en el pasado, la 
defendemos en el presente y lo haremos en el futuro, porque la consideramos un valor de la educación 
uruguaya. 


No obstante ello, quiero decir que asumimos conjuntamente con las autoridades de la ANEP la 
responsabilidad de dar puntual respuesta a todas y cada una de las denuncias que se hagan; de estas y de las 
que puedan surgir en el futuro. 


En ese contexto, también quiero expresar que bienvenido sea que existan ámbitos como este, en el cual se 
pueden hacer denuncias de presuntas o reales violaciones -no estoy haciendo un juicio de valor previo- de la 
laicidad, y en el que se puedan brindar respuestas como las que darán los integrantes del Consejo Directivo 
Central y de los Desconcentrados. 


En ese sentido, si la Comisión está de acuerdo, cedo la palabra al señor Presidente de la ANEP, doctor Luis 
Yarzábal. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Muchas gracias señor Ministro, señor Presidente, señoras Diputadas y señores 
Diputados. 


También me congratulo de la oportunidad de participar en un debate con las características de contenido que 
tiene desde las primeras intervenciones de los señores Diputados. Esto representa, en sí, una contribución a la 
defensa del principio de laicidad, que el CODICEN que presido defiende e impulsa. 


Quisiera proponer un mecanismo progresivo de respuesta a las interrogantes que han planteado. 


En primer lugar, haríamos una muy breve exposición del contexto normativo en el que se está moviendo el 
CODICEN para enfrentar los problemas que hoy se han presentado. 


En segundo término, solicitaría autorización al señor Presidente para que el Consejero Guido presente un 
análisis más detallado de los casos correspondientes a Secundaria, y el Director General del Consejo de 
Educación Técnico Profesional haga lo mismo con los que tienen que ver con su subsistema. 


Posteriormente, cuando los tiempos del debate lo permitan, haré una breve exposición sobre la concepción de 
laicidad que desde mi posición de Presidente del CONDICEN impulso dentro del órgano y, de ser logrado 
allí el consenso, dentro de todas las estructuras de la ANEP. 


En lo que tiene que ver con las normas en las cuales estamos analizando las situaciones por ustedes 
planteadas, debo enfatizar que esta Administración no ha innovado en la materia. Estamos trabajando con 
estricto apego a la normativa vigente, que se desprende de la Constitución, de la ley de emergencia de 
educación, de su Decreto Reglamentario y de las disposiciones normativas de la ANEP. 


Es interés del Consejo que presido desarrollar una política de derechos humanos que respete la vigencia de 
los acuerdos básicos nacionales e internacionales sobre los derechos del niño y del adolescente, así como los 
procedimientos reguladores de la labor educativa y funcional que se desarrolla en la ANEP en el marco de la 
observación irrestricta del principio de laicidad. 


La normativa de rango constitucional, legal y reglamentario en nuestro país recoge los derechos de los 
alumnos, de las alumnas, de los docentes y de los funcionarios, regula la vigencia de los principios filosóficos 
adoptados por la nación y aquellos de convivencia democrática fundamentales en el ámbito educativo, y 
determina las características básicas de las actividades que se desarrollan en estos centros. 


El CODICEN entiende que debemos educar para la democracia. Esto significa que de acuerdo con nuestra 
tradición laica debemos educar para la libertad intelectual, cívica y moral del alumno, tal como lo consagra el 
artículo 71 de la Constitución de la República al establecer en su último inciso: "En todas las instituciones 


docentes se atenderá especialmente la formación del carácter moral y cívico de los alumnos". Por su parte, el 
artículo 72 señala: "La enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye 
los otros que son inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma republicana de gobierno". Es 
decir que está claro: la educación deberá procurar la formación del ciudadano y de la ciudadana en cuanto 
personas, colocándolos en condiciones de obrar libre y reflexivamente, pero adecuadamente informados. 


Este Consejo que presido entiende que el ideal del respeto por la libertad, cuyo cumplimiento surge de lo más 
hondo de nuestra historia y de nuestra tradición educativa y democrática, fue recogido por la Ley de 
Educación, N” 15.739, cuando en su artículo 1* dispone: "La enseñanza-aprendizaje se realizará sin 
imposiciones ni restricciones que atenten contra la libertad de acceso a todas las fuentes de la cultura. Cada 
docente ejercerá sus funciones dentro de la orientación general fijada en los planes de estudio y cumpliendo 
con el programa respectivo, sin perjuicio de la libertad de cátedra en los niveles correspondientes". 


El Estatuto del Funcionario Docente y el Estatuto del Funcionario No Docente recogen expresamente lo que 
establece la Constitución de la República. En esa base normativa se afirma, en todas las fases de los procesos 
educativos y de la función no docente, el principio de laicidad en tanto actitud de respeto a la libertad de 
pensamiento y de conciencia al tratamiento racional, dialógico e investigativo de las cuestiones 
controversiales y a los principios de igualdad y no discriminación. A eso nos apegamos estrictamente. 


En coincidencia con estos principios adoptados en la órbita nacional, ocurre que el Uruguay ha ratificado -y 
por consiguiente está obligado a cumplir- el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, suscrito por las Naciones Unidas en 1966, cuyo artículo 13.1 dice: "Los Estados Partes en el 
presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe 
orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer 
el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación 
debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o 
religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz". 


Este CODICEN entiende también que el educador debe ayudar al alumno a construir racional y 
autónomamente sus opiniones y creencias porque el fin de la educación es facilitarle el proceso de pensar con 
y desde su libertad. La educación orientada por las disposiciones anteriormente mencionadas permite 
comprender el carácter siempre inconcluso del conocimiento científico y de la verdad. Este rasgo para 
nosotros es el mejor fundamento de la libertad, del respeto y de la amplitud que ha de primar en la labor 
educativa, descartando toda manifestación de dogmatismo, sectarismo o discriminación. 


Este texto al que me he apegado por respeto a la evolución histórica, es el que presentamos a los profesores 
de historia, seleccionados por el CODICEN, para impartir el curso de historia contemporánea dirigido a los 
docentes de nuestro sistema en el año 2005; es el que divulgamos a nuestros docentes en el marco de nuestras 
discusiones sobre el proceso que se iba a poner en marcha y es el que acabamos de ratificar en una resolución 
adoptada el 31 de octubre que, además de confirmar todos estos principios, indica, en su fase resolutiva, 
recordar a nuestros docentes y funcionarios las normas que regulan la vigencia de principios fundamentales 
que alcanzan, tanto a funcionarios del ente, como a actores políticos, gremiales y/o culturales en actividades 
que se desarrollen en un centro educativo dependiente de esta Administración. Y esas disposiciones están en 
la parte expositiva de este acto, en la Resolución N* 105 del Acta N* 33 de fecha 26 de junio del año 2003 y 
en la Circular N* 32 de ese mismo año, vigente en este momento en toda institución. 


El segundo componente de nuestra Resolución del 31 de octubre fue encomendar a las Direcciones de los 
centros educativos el cumplimiento de la normativa vigente, atendiendo a lo establecido en las 
consideraciones que constan en la parte expositiva de esta resolución. 


Este marco normativo es el que está vigente. Este marco normativo es el que va a orientar a las autoridades 
de la educación en su proceso de toma de decisiones, frente a las denuncias que los señores legisladores han 
tenido a bien hacer y frente a cualquier otra que llegue, bien fundada, a conocimiento de las autoridades. Pero 
adelanto que este marco normativo no es de ahora y para siempre. Este marco normativo puede ser 
modificado. En su oportunidad, informaremos adecuadamente, si pensamos necesario introducir una 
modificación. Puede ocurrir -va a ocurrir- que, al aprobarse por el Poder Ejecutivo una nueva Ley de 
Educación, algunas de estas disposiciones cambien. Por ahora esto es lo que está vigente en toda la ANEP. 


Si al señor Presidente le parece conveniente, el profesor Alfredo Guido podría comenzar con el análisis de los 
casos de Secundaria. 


SEÑOR GUIDO.- Buenos días a todos los Representantes. 


En primer lugar, quisiera aclarar que la Inspectora Alex Mazzei, Directora General de Secundaria, no ha 
podido concurrir porque se encuentra en el exterior, por trabajos didácticos. 


En segundo término, quisiera expresar que este Consejo de Educación Secundaria tiene un compromiso 
irrestricto de la defensa de la laicidad en el sentido que acaba de marcar el Director Nacional de Educación 
Pública y de esa forma es que hemos actuado desde que hemos asumido nuestros cargos, a fines de marzo y 
principios de abril de 2005. 


Dicho esto, yo anoté y tengo además las comunicaciones que desde el Parlamento llegaron a nuestro poder, 
pero haría el relato según fueron presentados cada uno de los casos en este momento en Sala. 


Con respecto al primer planteo del Diputado Amorín Batlle que se refiere al Liceo de Nueva Helvecia, antes 
de decir qué resoluciones tomó el Consejo, quisiera plantearle que la asistencia del señor Diputado Homero 
Viera no es un hecho individual y aislado sino que se enmarca en las tareas que sistemáticamente durante 
cinco años y más realiza ese Liceo. 


Voy a leer algunos pasajes en los que está señalada la actividad que se realiza en el Liceo de Nueva Helvecia, 
en particular la que refiere el Diputado Amorín Batlle: "Desde hace 5 años, este Centro, trabaja fuertemente 
todo el año, por nivel, distintos aspectos que hacen a la identidad local, de los alumnos". Estas actividades 
tienen su punto más alto en la semana del Patrimonio, cuando los tres niveles del Ciclo Básico realizan en el 
mismo día distintas recorridas con los profesores, el equipo institucional y referentes de la propia ciudad que 
trabajan con los estudiantes. Este año" -por el año 2006- "se realizará esta actividad el martes 3 del corriente 
o ajustándose en la semana si el clima no lo permite". 


Luego señala las actividades de la semana: "ler. Año: Ruta del Queso, recorrida 5 kilómetros en bicicleta, 
Ruta N* 53, se pasaría por Estancia Los Ingleses, establecimiento de Celio.- 2do. Año: Ruta de los 
Inmigrantes, caminando por el centro de la ciudad, Cementerio Evangélico, plaza pública, Administración, 
cuadro de los fundadores, museo.- 3er. Año: Ruta del Turismo, caminando por una de las zonas turísticas de 
la ciudad, Hotel Nirvana, Parque Retiro, Hotel Suizo y Tiro Suizo.- Previa a esta salida, se dan las siguientes 
charlas:- Alumnos de 6” de Bachillerato, sobre Parque Retiro. La profesora jubilada Leticia Paschetta, sobre 
Cementerio Evangélico, y Diputado Homero Viera, Testimonio de la historia reciente, Tiro Suizo, 1963". 


Quiero dejar constancia de que, en primer lugar, esta línea de acción no se realiza solamente por parte de la 
Dirección sino que es realizada en coordinación con todos los profesores que están en estos grupos. 


En segundo término, la actividad se realizó luego de un pequeño inconveniente. Cuando la Dirección invitó 
al señor Diputado Homero Viera para participar de esta actividad, el señor Diputado le manifestó a la 
Directora del liceo su imposibilidad de hacer el recorrido conjuntamente con los grupos de 3er. Año, en 
virtud de estar en ese momento con licencia por haber sido operado y tener cuatro "by-pass". Es decir que él 
no podía hacer la actividad tal cual se había pensado en un primer momento. 


Lo que hace entonces la Directora es buscar un lugar en el que se pudiera realizar la actividad, y ese lugar fue 
el liceo. Esa fue la situación real y concreta. Se cumplió con el programa y estuvieron presentes los 
Directores y varios profesores. 


Cuando recibimos la denuncia de este hecho, inmediatamente hicimos venir a la Directora desde Nueva 
Helvecia. Ella concurrió a la reunión con nosotros el 4 de octubre, es decir dos días después de ocurrido el 
hecho. La resolución del Consejo establece: "Vista la situación planteada en el liceo de Nueva Helvecia, 
departamento de Colonia, resultando los acontecimientos que han tomado estado público en la fecha, 
considerando que por los hechos denunciados se podría haber incurrido en el incumplimiento de las normas 
que rigen el funcionamiento de las instituciones educativas, 2) que es preocupación de este Consejo 
salvaguardar los derechos de los alumnos a su libre formación ciudadana 3) por lo anteriormente expresado 
se entiende debe investigarse en profundidad lo sucedido atento a lo establecido en los artículos 179 a 182 y 


concordantes de la Ordenanza N* 10, Circular 25/2004 del CODICEN, el Consejo de Educación Secundaria 
resuelve disponer una investigación administrativa en el liceo de Nueva Helvecia, departamento de Colonia, 
a efectos de establecer los hechos denunciados a cargo de la División Jurídica. Pase a División Jurídica". 


El Expediente N* 8, que es la resolución del Consejo que acabo de leer, ingresó a la División Jurídica el 4 de 
octubre; la Directora se notifica el 5 de octubre y se cita a declarar para los días 11 y 12 de octubre a veinte 
alumnos, a catorce funcionarios y al Representante Nacional, señor Homero Viera. Esta es la instrucción 
administrativa. 


Con respecto al segundo planteo del señor Diputado Amorín Batlle, que refiere al Liceo N* 2 de Juan Lacaze, 
debo decir que el hecho se produce el 5 de setiembre, pero nosotros tenemos conocimiento de él muy 
posteriormente. La información que tenemos es que se realizaron actividades para la presentación del libro 
"Educación Popular y Derechos Humanos. Relato de una propuesta", de la profesora Mariana Albistur y del 
periodista Alberto Silva. En los trabajos en taller que realizaron los profesores está la profesora que citó el 
señor Diputado Amorín Batlle. No voy a leer toda la información que tengo aquí, pero debo decir que estas 
actividades tienen su fundamentación, su objetivo general y sus objetivos específicos. Tengo también 
información acerca de cómo se realizó la jornada de talleres, la presentación, etcétera, pero creo que sería 
interesante leer solamente dos partes. 


En el desarrollo dice: "Se solicitó a los alumnos recoger fragmentos de historia oral entre familiares y vecinos 
de la localidad sobre una vivencia en época de dictadura, involucrado en el trabajo sobre historia local de 
primer año de bachillerato. Las anécdotas podían referirse a cualquier suceso concreto, doloroso o jocoso, 
que el entrevistado hubiera experimentado como niño, adolescente, trabajador, etcétera, en tiempos de 
dictadura. Para realizar esta tarea se dieron algunos lineamientos mínimos sobre qué es una entrevista, 
guiando a los alumnos en cuanto a las preguntas a formular. Una vez recogidas las anécdotas fueron 
procesadas por los docentes y tomadas como base para el trabajo a desarrollarse el día martes 5 de 
setiembre". 


Es decir que nuevamente se trata de un trabajo a propuesta en el centro con comunicación a la Inspección, en 
el cual participaron algunas de las personas que nombró el señor Diputado Amorín Batlle. Yo tengo la 
información de que asistieron los señores Roberto Cabrera, que participó como padre de un alumno de sexto 
año, que es integrante de la APAL y, es cierto, es Edil suplente de la Junta de Colonia, y Albérico Torres, que 
es jubilado. 


El otro tema que el señor Diputado Amorín Batlle señaló es el del Congreso de Historia de Salto. La verdad 
es que nosotros, como Consejo de Educación Secundaria no tenemos jurisdicción en eso porque se trata de 
una asociación civil que hace sus encuentros académicos. Por lo tanto, se trata de hechos que ocurren 
independientemente de la voluntad del Consejo. Lo único que se pide es la autorización para que los docentes 
participen sin percibir el descuento por la falta al día de clase. Es decir que con respecto a ese tema, no puedo 
contestar la pregunta formulada. 


Me agregan que sobre el Liceo N* 2 de Juan Lacaze no dije que el 19 de octubre, a raíz de un suelto en un 
diario nos enteramos de la actividad y el Consejo dispuso: "Visto los presentes obrados relacionados con 
talleres de historia efectuados en el Liceo N* 2 de Juan Lacaze con fecha 5 de setiembre de 2006, 
considerando que este desconcentrado estima pertinente la realización de una investigación administrativa en 
atención a que se invitó a personas ajenas a la institución sin dar la debida cuenta a las autoridades 
competentes, atento a lo expuesto y a los artículos 179 y siguientes de la Ordenanza 10, el Consejo de 
Educación Secundaria resuelve disponer por parte de División Inspección la realización de una investigación 
administrativa en el liceo N* 2 de Juan Lacaze a fin de aclarar la situación y deslindar responsabilidades. Pase 
a División Inspección". Esta es la instrucción administrativa. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Está muy clara su exposición con respecto a Salto, la única duda que 
tengo -quizás usted me la pueda aclarar- es saber si este tipo de congresos dan puntaje o generan 
méritos a los efectos de concursos que organiza la institución que usted integra. 


SEÑOR GUIDO.- Lo que puedo informar es que esto responde a las bases que tenga el concurso y, 
supongo, a las actividades académicas que se realicen en el congreso. No creo que asistir a algún 
congreso o encuentro, tenga cabida desde el punto de vista académico-profesional como un mérito. En 


general, en todos los concursos que nosotros realizamos en nuestro ámbito esas situaciones no llevan 
puntaje alguno. 


Ahora pasaría a contestar la pregunta realizada por el Diputado Pablo Abdala que refiere a lo ocurrido en el 
Liceo 13 de Maroñas. 


Con respecto a la situación del profesor Sosa del Liceo 13 de Maroñas, el 6 de octubre recibimos una 
denuncia realizada por madres y familiares de uruguayos detenidos desaparecidos, en la cual se señala a esta 
persona vinculada a la OCOA, al Grupo de Artillería I y a los malos tratos de la dictadura. 


Nosotros optamos tomar esta resolución: "Visto la denuncia realizada por madres y familiares de uruguayos 
detenidos y desaparecidos, por la que se pone en conocimiento de la Directora General de este Consejo, la 
situación del Profesor Interino de Matemática del Liceo N* 13, Ruben Atilio Sosa Tejera. RESULTANDO: 1) 
Que de dicha denuncia surge que el Prof. Sosa sería la persona objeto de la denuncia referida, lo que deberá 
ser determinado. 2) Que se solicitó el informe pertinente al Director de Derechos Humanos de CODICEN, 
quien aconseja realizar una investigación administrativa, previa vista al interesado. CONSIDERANDO: Que 
se entiende procedente actuar en los términos referidos. ATENTO: a lo expuesto; el Consejo de Educación 
Secundaria resuelve: 1) Disponer la instrucción de una investigación administrativa, previa vista al Sr. Ruben 
Atilio Sosa Tejera, por la que se diligencie la prueba ofrecida en la denuncia formulada por Madres y 
Familiares de Uruguayos Detenidos y Desaparecidos.- 2) Establecer que dicha investigación deberá ser 
realizada por División Jurídica de este Consejo.- Pase a División Jurídica a efectos de dar vista al interesado 
y proseguir el trámite de rigor". El ingreso a la División Jurídica se produce el 19 de octubre. 


Se le pudo dar vista al profesor Sosa el 25 de octubre. El 31 de octubre está en evacuación de vistas 
solicitando el diligenciamiento de prueba y en estos momentos está en etapa de diligenciar prueba. 


¿Qué es lo que ocurre? El profesor Sosa tuvo una licencia otorgada hasta el día 6 del corriente. Nosotros 
encontramos que el Liceo N* 13 estaba conmocionado por esta situación y lo que dijimos fue: "Bueno, vamos 
a tomar esta resolución". En los considerandos de la resolución está explicitada esta situación. Dice así: 
"VISTO: La situación de conmoción institucional" -esto es del 9 de noviembre- "ante la denuncia formulada 
a este Consejo por la Organización Madres y Familiares de Detenidos y Desaparecidos, que refiere a posibles 
hechos graves que involucrarían al Profesor Ruben Atilio Sosa Tejera; RESULTANDO: que los hechos 
denunciados podrían vulnerar lo dispuesto en el artículo 1*, literal c) del Estatuto del Funcionario Docente; 
CONSIDERANDO: ]) que por resolución de este Consejo de fecha 17 de octubre de 2006 (...) se dispuso 
realizar una investigación administrativa previa vista al Sr. Ruben Atilio Sosa Tejera, por la que se diligencie 
la prueba ofrecida en la denuncia; II) la conveniencia de su alejamiento del centro educativo para evitar 
distorsión del clima institucional y favorecer la investigación de los hechos; III) lo dispuesto en el 

artículo 181 de la Nueva Ordenanza 10; ATENTO: a lo expuesto. El Consejo de Educación Secundaria 
resuelve: Instruir Sumario Administrativo al Profesor Ruben Sosa, docente interino de la asignatura 
Matemática en el Liceo 13 de Capital, con separación del cargo y retención del 50% de sus haberes.- Pase a 
División Jurídica a todos sus efectos". 


Yo escuché que el Diputado planteó una preocupación no tanto por el profesor -o mejor dicho, planteó que no 
era por el profesor- sino por los estudiantes. Yo me felicito que tengamos ese planteo en Sala... 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR GUIDO.- Si me permite terminar con este planteo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que se debe dirigir a la Mesa. Quien autoriza las 
interrupciones es el orador, por lo tanto, puede continuar en el uso de la palabra. 


SEÑOR GUIDO.- Decía que me felicito que coincidamos en esto porque uno de los deberes 
fundamentales que nosotros tenemos es el de poder impartir la educación -tal cual lo marca la ley de 
educación- en un ámbito de seguridad, de tranquilidad con los estudiantes. En la medida que ese 
ámbito queda distorsionado nosotros tenemos que tomar medidas. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Muy escuetamente, como el profesor Guido estaba procurando 
interpretar mi inquietud, yo quiero precisarla. Por cierto, nuestra preocupación no es específicamente 
por la suerte de un docente que no conocemos. Nuestra preocupación en todo caso es doble: en primer 
lugar, por el interés general que en este caso se manifiesta por el funcionamiento adecuado de la 
institucionalidad del sistema jurídico y por la plena vigencia de los derechos y garantías y, en segundo 
término, por los estudiantes; también como expresión del interés general pero específicamente por los 
estudiantes en cuanto al segundo planteo que supongo el profesor Guido va a contestar sobre las 
presuntas presiones y amenazas que sufrieron de parte de los docentes que estaban reclamando la 
destitución del profesor Sosa. 


Aprovechando que estoy haciendo uso de la palabra, quiero decir que cuando trasmito mi preocupación por 
el interés general y por la vigencia de las garantías quisiera saber si de lo que viene exponiendo el profesor 
Guido se desprende que la conmoción institucional que el Consejo de Secundaria interpretó imperaba en el 
ámbito del Liceo 13 fue lo que motivo a que se sumariara a este profesor antes de que aparentemente 
culminara la investigación administrativa, se lo separara del cargo, se le descontara medio sueldo y, en 
definitiva, si esto está sustentado en lo que planteé en mi primera intervención, es decir, en elementos de 
convicción, indicios, semiplena prueba. Además, quisiera saber por qué razón el Consejo de Secundaria 
entiende que esos elementos deben ser valorados en el proceso administrativo y no trasladados a la Justicia, o 
en qué medida si son valorados en el marco del proceso de investigación administrativa no son trasladados 
también a la justicia. 


Disculpe que lo haya interrumpido porque quizás me estoy adelantando a su contestación, pero esta era la 
aclaración que quería formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Guido. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR GUIDO.- Sí, señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La situación es clara en el sentido de 
que las autoridades de la educación pública, en particular las autoridades del Consejo de Educación 
Secundaria, tienen un mandato constitucional y legal en cuanto a velar por la moral en los entes de 
enseñanza. El mandato constitucional -no voy a ilustrar a los señores legisladores que bien lo conocen- 
es evidente y surge de su propia lectura. Naturalmente, es un terreno delicado; si hay algo que es 
delicado es todo lo atinente a la ética en relación al derecho. 


Por otro lado, la denuncia formalizada ante organismos desconcentrados de la Administración Nacional de 
Educación Pública promueve naturalmente una investigación administrativa, y el primer recaudo que hay es 
el cumplimiento de una de las propias garantías que establece la Constitución y el procedimiento 
administrativo en el sentido de que no se puede desarrollar ninguna investigación o pesquisa secreta, sino que 
se tiene que anunciar, en este caso al funcionario público, de esta situación. Eso es lo que hace en primera 
instancia el Consejo de Educación Secundaria. Posteriormente, por situaciones ajenas a la institución -en el 
sentido de que no es la institución la que promueve el hecho, pero en una comunidad educativa este tipo de 
cosas trasciende; contestará después el representante de Educación Secundaria sobre el hecho puntual que 
pregunta el señor Diputado Pablo Abdala-, la Administración toma una resolución producto de la conmoción 
para mantener y asegurar la continuidad del ciclo educativo y además para garantizar el cumplimiento de 
otros mandatos claros e inequívocos del texto constitucional a las autoridades de la enseñanza, que es la 
seguridad en los centros educativos. Entonces, en ese marco se deben tomar las resoluciones del Consejo de 
Educación Secundaria. Sin duda uno podrá analizar la actuación y ver si la resolución es la más adecuada. 
Considero que parte del problema está en que ni la ley, ni la ordenanza ni el Estatuto del Funcionario, 
establecen cómo se actúa ante situaciones de conmoción. Por supuesto que si se pueden ejercitar los recursos 
de revocación y jerárquicos, esta medida podría ser revisada -como toda medida administrativa-, en cuanto a 
lo que podría ser ineptitud moral del funcionario para ejercer la docencia y no afectar ningún otro derecho 
como habitante o como ciudadano. Eso no lo puede establecer la Administración de Educación Pública; lo 
debe determinar eventualmente un Juez si hay figuras penales tipificadas, con todas las garantías. Lo cierto es 
que la Administración tiene un espacio y un deber jurídico de actuar para proteger la moral de los educandos. 


Es cuanto tenía para decir. 
SEÑOR GUIDO.- Agradezco las palabras del señor Subsecretario. 


Lo único que debo agregar es que estando la instrucción sumarial, lo que necesitamos es tiempo para que se 
desarrolle, que se hagan las preguntas que se deban hacer y se llegue a conclusiones firmes. En ese momento, 
el Consejo tomará resolución al respecto. Eso incluye las apreciaciones que hizo el señor Diputado Pablo 
Abdala con respecto a si hubo presión acerca de los estudiantes, etcétera; está dentro de esta investigación. 


El Diputado Casaretto manifiesta el problema que se tuvo con respecto a una reunión de los cinco 
legisladores que trabajan en conjunto en el departamento de Maldonado. Quiero aclarar que he recibido a 
muchos Diputados en mi despacho y he estado con algunos de ellos en Colonia y en otros departamentos del 
país charlando amigablemente en el liceo, en el Consejo. Lo que quiero dejar sentado es que dentro de la 
normativa los Diputados no pueden reunirse con los Directores o no pueden llamar a los Directores a reunión. 
Por más que el Poder Legislativo sea un importante poder del Estado, cuando los legisladores hacen eso, 
deben dirigirse al organismo autónomo, que es la ANEP o al organismo desconcentrado, que es el Consejo de 
Educación Secundaria, que en cada caso informará como corresponde de cada situación y podrá explicar las 
medidas adoptadas por el sistema educativo. Lo que sí se explicita en la normativa es que todos los 
Diputados tendrán derecho de visita a los centros educativos. Eso es muy cierto. 


Cabe destacar que los Directores liceales y sus funcionarios se encuentran en un lugar de la estructura del 
sistema educativo. Las respuestas a las necesidades de los señores Directores de los centros educativos se 
expresan ante la inspección correspondiente para ser estudiadas según la estructura a que se hace referencia 
en el ordinal 2). Naturalmente, los señores Directores podrán entrevistarse con los Diputados a título 
individual en cualquier momento y en cualquier circunstancia; pero será a título individual. Lo que allí 
ocurrió fue que hubo un pedido de reunir -si mal no recuerdo- a todos los Directores de la ciudad de 
Maldonado. Me parece que esa fue una decisión equivocada y por eso fue que se denegó con esta 
argumentación. 


No tengo más nada que agregar por ahora, a menos que se me solicite. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Señor Presidente: con su venia, sería importante que permitiéramos hacer uso 
de la palabra al profesor Netto, Director General de Educación Técnico Profesional, para informar 
sobre los casos correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin perjuicio de dar la palabra al señor Netto, nos gustaría contar con la 
reglamentación que existe a nivel de Secundaria respecto a la normativa que prohibe en este caso a los 
legisladores pedir reuniones con Directores. Cuando pedimos una reunión con un Director está bien y 
podemos hablar de todos los temas, pero cuando la pedimos con todos, aparentemente, no lo está. 
Cuando visitamos un liceo podemos ir, pero seguramente no podremos conversar de los temas de ese 
instituto, porque estaríamos cometiendo una violación. Es decir, los legisladores queremos contar con 
la normativa para saber cómo manejarnos, no violentar, y conocer el terreno en que nos estamos 
moviendo. 


SEÑOR NETTO.- Me voy a referir al planteo del señor Diputado Amorín Batlle, respecto al homenaje 
al maestro técnico Carlos Alfredo Rodríguez Mercader, desaparecido en la ciudad de Buenos Aires el 1” 
de octubre de 1976, realizado el lunes 2 de octubre de 2006, a la hora 11, en la Casa Central del edificio, 
cuyo nombre es Brigadier General Manuel Oribe, como bien se dijo. 


En febrero del año 2006, se recibe en forma oral una solicitud de homenajear al funcionario desaparecido por 
parte de familiares, amigos, y colegas funcionarios, algunos de la Institución y otros ex funcionarios. En 
marzo de eleva al Maestro Técnico Amaro Uriarte la recopilación de información y el estudio de la 
pertinencia de esa solicitud. El 28 de abril de 2006 se eleva, para la consideración del Consejo de Educación 
Técnico Profesional, el proyecto elaborado por este coordinador respecto al acto de homenaje en que aparece 
la historia funcional del docente y las características que tendría la placa a ubicar. Esto fue a propuesta de la 
Educación de Procesos Industriales y, de alguna manera, responsabilidad del Maestro Técnico Amaro Uriarte. 


El 1? de agosto de 2006 se autoriza a este Consejo por parte del jerarca del CODICEN -que es quien debe 
autorizar este tipo de actos- la colocación de la placa recordatoria en homenaje al Profesor Carlos Alfredo 
Rodríguez Mercader, en el hall del edificio central, Acta N* 54, Resolución 24 del expediente 


4-1231/06. 


El 2 de octubre de 2006 se realiza el acto en el que hacen uso de la palabra un representante de la Asociación 
de Funcionarios de UTU, familiares, madre y ex esposa, y amigos. A propuesta de familiares y amigos, hace 
uso de la palabra el señor Hugo Cores y un representante del Consejo. Finalizado el acto, se solicita un 
informe al Asesor Letrado, que conjuntamente con el Consejo estaba presente en el acto, acerca de los dichos 
de los oradores representantes de familiares, amigos y colegas del Maestro Técnico Rodríguez Mercader. 
Finalizado el acto, el Consejo entendió que existieron expresiones inoportunas, dado el espíritu del homenaje, 
que estaba inspirado en el artículo 71 de la Constitución de la República. 


El 3 de octubre se recibe el informe del Asesor Letrado y estrictamente se piden las responsabilidades 
institucionales por los dichos, deslindando responsabilidades por los dichos de los oradores representantes de 
familiares y colegas. Luego se solicita un pedido de informes respecto a las características de los invitados 
por parte de la Institución -copia que poseo- en el cual están claramente identificadas quiénes fueron las 
personas que institucionalmente se invitaron. Las invitaciones a personas que asistieron e, incluso, que 
hicieron uso de la palabra corrieron por parte de familiares, amigos o colegas del señor Rodríguez Mercader. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- La aclaración vale. Sin embargo, me gustaría profundizar en dos temas. 


En primer lugar, la invitación al homenaje fue realizada por la Dirección del Consejo de Educación Técnico 
Profesional. Por lo tanto, yo puedo discutir sobre la responsabilidad de lo que expresan los oradores, pero 
quiénes eran los oradores naturalmente debía saberse. Francamente, no parece razonable que para 
homenajear a una persona, ustedes inviten al homenaje y resuelvan quién habla. Y si va a hablar un 
connotado dirigente político, como es el señor Hugo Cores, se debería saber. Además, antes de permitir 
hablar a una persona con notorios antecedentes políticos, con actividad política notoria en el hall central del 
edificio ubicado en San Salvador 1674, me parece que el organismo tendría que tomar alguna previsión o por 
lo menos estar alerta. 


En segundo término, quisiera preguntar si en este informe del Profesor Amaro Uriarte, les constaba a las 
autoridades de la UTU que quien iba a ser homenajeado -repito, lamentablemente desaparecido y 
seguramente asesinado por la dictadura argentina- tenía como antecedente el secuestro, la tortura y la 
percepción del rescate de un joven de veintidós años como era el señor Sergio Molaguero. 


Comparto plenamente con ustedes el tema de la defensa de los derechos humanos y creo que en esta Sala, por 
suerte, todos lo hacemos. Y todos hemos repudiado con fuerza, desde siempre y en toda circunstancia, 
realizada por quien fuera, este tipo de violaciones. 


Quisiera saber si el Consejo de UTU tenía conocimiento de que el lamentablemente fallecido profesor 
Rodríguez Mercader, junto a otro grupo de hoy famosos uruguayos, secuestró, torturó y cobró rescate para 
dejar libre a un joven de veintidós años, el señor Sergio Molaguero. La información que tengo es la que me 
dio el señor Molaguero y consta en expedientes de personas que fueron presas por ese motivo, quiénes fueron 
los integrantes de este grupo. Si fuera así, si tenían noticia, francamente me parece que no estamos tomando 
las decisiones mirando con el mismo ojo todas las situaciones. 


SEÑOR NETTO.- En realidad, en el informe no constan los datos que el señor Diputado Amorín Battle 
ha aportado hoy. Sería bueno adjuntarlos a la versión taquigráfica de esta sesión, sin lugar a dudas. 


Quiero destacar que en lo que se hizo hincapié en ese acto, a nivel genérico, fue en la no existencia de 
contextos históricos que avalen la violación a los derechos humanos en cualquier situación como el derecho a 
la vida, y atenten contra los más valiosos principios de nuestro sistema democrático. De hecho, no consta en 
la información lo que el señor Diputado acaba de agregar en Sala. 


Si se me permite, pasaría al segundo punto referido al planteo realizado por el señor Diputado Nogueira, dada 
la preocupación del señor Diputado Carlos Enciso Christiansen. 


Estos hechos, relacionados con la Escuela Técnica de Florida respecto a la asistencia de estudiantes a la 
exposición del economista Daniel Olesker. Esto ocurrió el 7 de junio de 2006 


El 14 de junio de 2006 aparecen notas de prensa locales referidas al tema y ese mismo día se hace un pedido 
de informes necesario a título de información de urgencia. Este consiste en los procedimientos inmediatos 
tendientes a individualizar a los posibles responsables y testigos y evitar la dispersión de la prueba, como lo 
establece el artículo 177 de la Ordenanza N* 10. Esto está en investigación administrativa y por lo tanto, de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 179 de la Ordenanza N”* 10 se establece: "[...] investigación 
administrativa es el procedimiento tendiente a determinar o comprobar la existencia de actos y hechos 
irregulares o ilícitos dentro del servicio o que lo afecten directamente aun siendo extraños a él y a la 
individualización de los responsables". Simplemente, me compete informar a los señores Diputados acerca de 
los movimientos de los expedientes, y no de sus contenidos. 


Como bien decía, en este momento existe una investigación administrativa para esclarecer los hechos y dar 
plena garantía a todos los aquí involucrados. 


El 4 de julio ingresa al Ministerio de Educación y Cultura la nota con la preocupación expresada por el señor 
Diputado Carlos Enciso Christiansen y eso lleva un trámite a través del CODICEN. Cuando llega al Consejo, 
luego se anexan todos los informes de urgencia solicitados por este Consejo y eso es lo que hoy forma el 
cuerpo del expediente que se encuentra en investigación adminsitrativa. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Como había mencionado anteriormente, si el señor Presidente y las señoras y 
señores Diputados estuvieran de acuerdo, adelantaría para conocimiento del Cuerpo legislativo cuál es 
el marco teórico y conceptual de la visión que en mi condición de Presidente del CODICEN impulso en 
ese órgano y en el ámbito de la ANEP. 


Recordarán los señores Diputados que el 16 de mayo del año 2005 se organizó por parte de esta Comisión de 
Educación y Cultura de la Cámara de Diputados el encuentro denominado "Hacia una nueva ley de 
educación”. En esa oportunidad incluí en mi intervención una referencia al concepto de laicidad de la 
educación, entendida -dije entonces- como educación en pro de la libre formación de la personalidad del 
educando y del respeto irrestricto de su conciencia. Opino que aquella era, y continúa siendo, una buena 
definición que puede orientarnos en este intercambio de ideas tan rico que está ocurriendo en este momento. 


La experiencia de estos últimos meses y los hechos de actualidad que hemos estado examinando me obligan 
ahora a entrar en algunas precisiones más detalladas, sobre todo para que quede transparente ante los señores 
legisladores cuál es nuestra visión de este principio. En primer lugar, quisiera reconocer que estamos ante un 
término dinámico de uso categóricamente asociado a la evolución histórica de las sociedades. Antes 
hablábamos de laicismo, concepto que hoy distinguimos de laicidad que es el único que nos interesa en este 
momento, descartada -como creo que hemos de descartar- la aplicación del primero de estos términos, o sea, 
el laicismo, en la práctica docente. Pero no cabe duda que el vocabulario esencial de las ciencias de la 
educación evoluciona con el paso del tiempo, conjuntamente con el transcurrir del tiempo político. En este 
sentido no nos es posible atribuir al término "laicidad" una significación absoluta, universal, válida para todo 
tiempo y todo espacio. Solo en el marco de una cultura concreta nos es posible distinguir entre las ideas y 
prácticas, respetuosas de la laicidad y aquellas que la violan. 


La Constitución de 1830 veía de un modo las relaciones entre el Estado y la religión, y la de 1918, por 
ejemplo, las vio de otra manera. Y hoy, este concepto se refleja en la letra del artículo 5” de la Constitución 
vigente. Me parece obvio que al afirmar que el Estado no sostiene religión alguna, la educación pública ha de 
abstenerse de la enseñanza de toda religión, pero subrayo "de la enseñanza" por razones que más adelante 
voy a explicar. 


Me permito afirmar que hoy en día el país no vive conflictos mayores en torno a la interpretación del 
concepto de laicidad en materia religiosa. Las dificultades las estamos experimentando en el área política. En 
nuestro contexto actual, estas dos connotaciones de la laicidad, filosóficamente emparentadas, provocan en la 
sociedad uruguaya fenómenos dispares. Los casos concretos que acabamos de examinar demuestran que el 
debate más intenso se produce en el ámbito político y creo, señoras y señores Diputados, que es saludable 
que ocurran también en este ámbito. 


Afirmaba al principio que una educación laica es aquella que actúa en pro de la libre formación de la 
personalidad del educando y del respeto irrestricto de su conciencia. Esta posición excluye toda posibilidad 
de que en los centros de educación pública puedan caber prácticas que conduzcan a la sectarización, a la 
dogmatización, a la conformación de la personalidad de los educandos por imposición de mensajes reñidos 
con la libertad de conciencia, sean estos de carácter religioso, político, sexual, de género, estético u otros. Se 
va configurando... 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Diputado José Carlos Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Yo estoy escuchando la interpretación que está haciendo el 
Presidente del CODICEN respecto al concepto de laicidad y en este punto me gustaría hacer dos 
puntualizaciones porque me parece que caben en este momento. 


En primer lugar, sobre la concepción de la laicidad en el Uruguay o sobre la definición del concepto de 
laicidad o sobre la aplicación de ese principio no hay controversias. De hecho, el principal documento de los 
últimos años -ya no digo de estos dos últimos años- que he leído sobre la laicidad, es el que el Presidente de 
la República expuso ante la Masonería; documento irreprochable que yo comparto absolutamente. Y es la 
opinión del Presidente de la República, más allá de las interpretaciones que luego los organismos de la 
educación podrán hacer. Ahí hay una definición del concepto de laicidad absolutamente clara y abarcativa del 
concepto nacional que nosotros tenemos sobre la laicidad. 


Cuando usted dice que las dificultades no refieren al concepto de laicidad vinculado a la religión y sí a lo 
político, también es una verdad absoluta. Mire: con relación a destituciones de docentes por violaciones a la 
laicidad, yo conozco una que está referida a la religión, a la actividad religiosa de un docente. Tan famoso fue 
el caso que terminó siendo publicado por una edición dominical del diario "El País" de Madrid, por la 
extrañeza y el atractivo periodístico del caso. 


Por otra parte, sanciones por violaciones a la laicidad en el campo político no existen, yo no conozco. Acá 
están presentes las autoridades de los tres Consejos que pueden decirnos que esto pudo haber sucedido en los 
últimos años, pero según los registros que yo tengo de los tres organismos desconcentrados -yo integré uno, 
pero tengo noticias de los otros-, esto no existe. No existe ya sea por la dificultad o por el carácter del debate. 
Como usted lo está diciendo, ese debate luego se trae acá y queda en eso: es la opinión suya y la mía. 


Más adelante voy a intervenir y me referiré específicamente a este tema del debate, acerca del concepto de la 

laicidad, planteando un ejemplo. Veremos cómo este concepto se materializa en el aula, porque de eso se trata 
y no de la concepción, con la que estamos todos de acuerdo. Y, reitero, me remito al documento generado por 
el propio Presidente de la República que yo comparto absolutamente. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Para nosotros el objetivo de la laicidad es nutrir la libertad de conciencia de los 
educandos con la inmensa cantidad de opciones que la humanidad ha creado en todos estos órdenes, 
sin adoctrinarlos para el acatamiento acrítico de ninguna de ellas. 


En nuestro régimen democrático, republicano y laico, no sería justo que la educación pública impusiera 
patrones ideológicos que predeterminaran, homogeneizándolo, el pensamiento y el comportamiento de las 
futuras generaciones; al contrario, creemos que la educación ha de contribuir a que las personas construyan 
sus propias defensas, críticas y conscientes antes los prejuicios, los estereotipos, las convicciones infundadas. 
Es con este objetivo en mente que preconizamos una buena enseñanza de toda la historia y de todas las 
ciencias, sean estas naturales o sociales. 


En el informe de la Comisión de Jacques Delor a la UNESCO del año 1968, se afirma que la educación 
reposa sobre cuatro pilares: aprender a conocer, aprender a hacer, aprender a vivir juntos y aprender a ser. Y 
de estos dos últimos, íntimamente relacionados con nuestro tema de hoy dice textualmente: "Aprender a vivir 
juntos desarrollando la comprensión del otro y la percepción de las formas de la interdependencia, realizar 
proyectos comunes y prepararse para tratar los conflictos, respetando los valores del pluralismo, la 
comprensión mutua y la paz". Ninguno de estos objetivos podrá satisfacerse si el educador malinterpreta el 


concepto de laicidad y se abstiene autocensurándose de ingresar con sus alumnos en terrenos que se 
presentaran riesgos. Corresponde a los centros públicos de educación ayudar a los alumnos a vivir juntos y a 
ser personas, para lo cual los programas de estudio han de dar el tratamiento que corresponde a cuestiones 
que hoy se prestan a controversia. Queremos centrar este papel en el educador. La norma debe ser que el 
educador proporcione las informaciones necesarias para que el educando pueda, con la mayor libertad 
posible, posicionarse ante manifestaciones fundamentales de la humanidad de todos los tiempos. 


Uruguay vive hoy importantes procesos de cambio. No repetiré en qué direcciones esta voluntad de cambio, 
que responde a necesidades reales, se expresa también en el sector de la educación pues ya hemos tenido 
oportunidades previas de explicarlos ante esta Comisión al respecto. 


Pero manteniéndome en el terreno de la laicidad, quiero señalar que juzgo tan peligroso violarla como 
invocarla indebidamente al considerar como violaciones a la misma medidas que simplemente obedecen al 
mandato de actualizar el conocimiento. 


Esto es lo que ha venido pasando con cierta exageración e intolerancia en el caso de la enseñanza de la 
historia reciente, aspecto sobre el que seguiré rechazando toda acusación de estar violando el principio de 
laicidad. Todo esto está lleno de matices, no siempre fáciles de percibir a tiempo. El terreno de los valores es 
siempre resbaladizo porque cada uno de nosotros tiene los suyos. Lo importante es aprender desde pequeños 
a conocer la existencia de otros valores que no son los nuestros. Y no diré que los niños y los adolescentes 
deban acostumbrarse a respetar todos los valores y las prácticas que de ellos derivan por espíritu de tolerancia 
o por hacer más llevadera la convivencia. Nuestras leyes no son neutrales ni queremos que los educadores 
confundan laicidad con neutralidad, ni que se muestren indiferentes o se abstengan de abrir diálogos 
fermentales ante principios y prácticas que al amparo de una mal entendida interculturalidad atenten contra la 
dignidad humana como ocurre todos los días en muchas partes del mundo. 


El eje de estas difíciles y controversiales cuestiones pasa por un agente fundamental, que es el educador. Él y 
solo él en la soledad del aula es el fiel de la balanza, el que tiene que distinguir entre el adoctrinamiento y la 
enseñanza objetiva e íntegra de todo lo que el educando debe saber para moverse en la vida, sin autocensura, 
sin temor, sin ambigúedades, sin estar al servicio de otro interés que el interés supremo del educando. Y eso 
tiene mucho que ver naturalmente con la formación y el perfeccionamiento constante de nuestros docentes, 
con el puesto que la sociedad le confiera, con los medios que pongamos a su disposición para que tenga 
tiempo de pensar crítica y constructivamente en la laicidad y en tantas otras cosas que han de restituir a 
nuestra educación pública la calidad que merece. 


Desde la segunda mitad del siglo XX hasta hoy en ciertos círculos se ha postulado la existencia de un 
conflicto casi de una contradicción entre los principios de laicidad y libertad de cátedra. Se ha sostenido que 
la libertad de cátedra del docente reconocida y amparada por nuestra legislación podría conducir al 
adoctrinamiento de los alumnos y, entonces, a una clara violación de la laicidad también reconocida por 
nuestra legislación. En realidad, creemos que esta interpretación instala un conflicto entre dos principios 
irrenunciables y es falsa: ambos derivan del derecho a la libertad, columna vertebral de nuestra enseñanza 
pública y democrática. La laicidad implica la afirmación plena del derecho del alumno a su 
autodeterminación y la exigencia de la ley al profesor de que exponga equilibradamente las diferentes 
opiniones que el mundo científico ha emitido sobre un tema. La libertad de cátedra garantiza al docente el 
derecho de emitir sus opiniones personales y, de este modo, le asegura frente a las posibles coerciones de las 
autoridades, sean estas educativas, políticas o sociales. 


Pienso que ambos derechos deben armonizarse y ello es perfectamente posible porque ambos tienen por 
objetivo asegurar la libertad. La laicidad implica el respeto a la libertad del educando; la libertad de cátedra 
implica garantizar la libertad del docente frente a las múltiples caras del poder. La consustanciación con la 
libertad informa ambas ideas, pues los dos principios entronizan la independencia intelectual de los alumnos 
y de los docentes. 


Me parece que era necesario exponer ante los señores legisladores esta visión del principio de laicidad. Me 
parece que era necesario porque además de constituir una forma transparente de mostrar cómo se conducen 
los destinos de la Administración Pública en este sentido, sirve también para orientar a los educadores que 
están llevando adelante el proceso de formación de nuestros conciudadanos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR MAHÍA.- En primer lugar, quiero reconocer la altura política de las intervenciones que se han 
realizado hasta el momento por parte de los señores legisladores de la oposición, absolutamente 
legítimas y que evidencian la altura del debate que se viene desarrollando. Por lo tanto, la verdad, me 
parece un hecho muy importante de destacar. 


Dentro de ese concepto, habíamos conversado informalmente con el señor Diputado Amorín Batlle hace un 
mes más o menos. Sé que al trasladar parte de los conceptos de esta conversación personal no voy a 
transgredir ningún código. El señor Diputado Amorín Batlle más o menos nos transmitía lo siguiente: 
"Queremos saber hacia dónde va el Gobierno en este sentido de la aplicación del concepto de la laicidad en la 
educación"; palabras más o palabras menos. 


En lo personal, entiendo que las intervenciones que se han realizado por todos y cada uno de los compañeros 
miembros del Gobierno reafirman, por si era necesario hacerlo, una vez más cuál es el concepto de laicidad, 
cuál es el compromiso del Gobierno con la laicidad en la educación pública nacional. Creo que ha quedado 
meridianamente clara, no solo la definición del concepto de laicidad, sino también la actitud que se tome para 
velar para que ese concepto de laicidad se mantenga dentro de todo el sistema educativo. 


En ese sentido, se han respondido con total claridad y precisión todas y cada una de las inquietudes señaladas 
por los señores legisladores de la oposición. Me voy a referir a alguno de ellos. 


En primer lugar, un hecho que para mí es conceptualmente fundamental, es decir, ¿cuál es la actitud que se 
toma por parte de esta Administración ante eventuales hechos de violación de la laicidad? La actitud que 
toma esta Administración es realizar una investigación administrativa, ¿para qué? Para velar por la misma y 
para tener garantías para todas las partes desde el punto de vista jurídico. Así sucede, por ejemplo, con los 
hechos denunciados en el Liceo de Nueva Helvecia, con los hechos denunciados en torno al Liceo N* 13, de 
Maroñas, y con los hechos denunciados en la Escuela Técnica en Montevideo. 


Entre los hechos que plantearon algunos colegas de la oposición, se habló de la intervención del profesor 
Julio Lois en un congreso de historia. Yo, que he participado en unos cuantos congresos de historia, puedo 
decir que se trata de una asociación civil. Por sus características, sus miembros tienen la absoluta libertad de 
decir lo que piensan en cada uno de los temas. Si uno de los oradores termina su exposición diciendo -con o 
sin la aprobación de los integrantes del congreso- "Viva Cuba. Viva Fidel Castro", es legítimo, porque tiene 
absoluto derecho a decir lo que piensa. Creo que esto nada tiene que ver -como quedó demostrado- con una 
actividad oficial de parte de ANEP. 


Cabe destacar que cuando los ponentes o expositores de un congreso se presentan luego a distintos 
concursos, se evalúan los méritos por haber hecho una exposición. Recuerdo, por ejemplo, una exposición 
muy divertida referente a la muerte por parte del profesor Barrán y una muy aburrida sobre el carnaval 
realizada por otra colega. Evidentemente, parte de esos congresos tienen aspectos académicos. Esos méritos 
académicos son tenidos en cuenta para el justo premio de quien trabaja. 


Por lo tanto, con respecto a este hecho me parece fundamental destacar que aquí están dadas las garantías 
desde el punto de vista administrativo para todas las partes. Así sucedió en el último caso señalado por el 
señor Diputado Pablo Abdala, que tiene que ver con el Liceo N* 13. Inclusive, con la intervención del señor 
Subsecretario Michelini nos quedaron aún más claros todos los conceptos por los cuales ese docente acusado 
de delitos muy graves por parte de determinadas asociaciones civiles, tiene en su condición de docente y de 
funcionario público las garantías de la Administración desde el punto de vista del debido proceso. 


También me parece muy importante destacar que los conceptos de laicidad -tomo la intervención final del 
señor Presidente del CODICEN- y de libertad de cátedra están estrechamente vinculados. He escuchado 
fundamentaciones públicas de algunos señores Legisladores -no fueron realizadas aquí en Sala- con respecto 
a que la libertad de cátedra es para determinado grado de instrucción y no para otros. Yo creo que la libertad 
de cátedra está indisolublemente ligada a la actitud que debe tener cualquier docente en un aula en cualquier 
punto del país. 


El señor Presidente del CODICEN muy bien hizo referencia a la soledad de quien se enfrenta a un grupo, a 
una clase; en ese momento está solo ante su conciencia y sus alumnos. Para quienes abrazamos la profesión 
de la docencia ese momento es muy íntimo y sagrado. Deben existir las máximas garantías por parte del 


Estado para que el docente pueda ejercer su tarea con la mayor libertad dentro de lo que marca la ley. A 
veces, sin quererlo quizás, algunos señalamientos pueden llevar a la autocensura o a que antes de ingresar a 
un aula alguien se sienta presionado por lo que puede decir o dejar de decir, sobre todo, cuando desde el año 
1986 hay programas vigentes como el de cuarto año de liceo, que aborda la revolución cubana. Por ejemplo, 
puede haber algún docente que tenga la tentación personal de decir que Fidel Castro es el mayor héroe de 
América Latina, u otro que diga que es el más sanguinario dictador de América Latina de los últimos años. 
Debe ser el docente quien con su ética y su compromiso con la carrera determine cómo se presenta ante sus 
alumnos. Y el sistema educativo debe funcionar bien para prevenir eventuales alejamientos. 


Con sinceridad señalo que confío plenamente en la enorme mayoría de los docentes de este país. Confío 
plenamente en la ética de la enorme mayoría de los docentes del Uruguay, que abrazan con amor su carrera y 
la llevan adelante con profesionalidad. 


Agrego un elemento más: esta Administración no solo defiende el concepto de laicidad, se compromete a 
vigilarlo y lo vigila, sino que también actúa con una transparencia, diría, inédita. Por ejemplo, en los medios 
de comunicación masivos tenemos docentes que brindan a la población en su conjunto conceptos vinculados 
a la historia reciente. Podrán ser polémicos y opinables, pero nunca antes en la historia de este país hubo un 
procedimiento con tal transparencia, que permita a cualquier hijo de vecino conocer los hechos, opinar y 
decir lo que quiera. Antes eso no se daba. Este es mérito absoluto de esta Administración. 


Para terminar -porque seguramente otros colegas van a hacer uso de la palabra- voy a poner algunos 
ejemplos. Insisto en que lo que más me importa en este tema es qué respuesta da la Administración ante 
hechos denunciados. 


Hace unos cuantos años, a una colega de historia -para variar-, la profesora Marta Habberberg -ya fallecida-, 
le tocó enseñar historia reciente. Estoy hablando de hace casi veinte años. Dentro de ese momento histórico 
se estaba desarrollando el concepto de tercer mundo. La profesora utilizó un recuso didáctico que quienes son 
docentes en sala saben que a veces se utiliza. Para llegar al pasado, algunas técnicas didácticas aconsejan 
partir del presente. La profesora Habberberg llevó ese concepto a sus aulas. Eso supuso -sucedió durante la 
primera Administración del doctor Sanguinetti- que algunos padres se preocuparan y demás. En 
consecuencia, se estableció un proceso muy doloroso para esa docente porque se vio en la palestra pública 
por cómo daba sus clases y se hizo una investigación administrativa. Esta investigación terminó con la 
conclusión que debía terminar: que esta buena señora simplemente estaba dando sus clases utilizando una 
metodología de estudio que, según me refiere la señora Diputada Castro, viene del siglo XVII. Para las 
autoridades de la época fue un horror que esa técnica se comenzara a utilizar desde el punto de vista 
didáctico. ¡Hace casi veinte años! 


Más acá en el tiempo, en 2003, quien habla llevó a la Comisión de Educación y Cultura un elemento para ser 
analizado: la intervención del ex Presidente Lacalle en una escuela de alternancia del departamento de 
Treinta y Tres. En esa oportunidad, con recursos técnicos más limitados que los que hoy tiene el señor 
Diputado José Carlos Cardoso, presentamos un video y la versión desgrabada de las palabras que el ex 
Presidente Lacalle pronunció parado en la escalinata de una escuela de alternancia de Treinta y Tres. 


Como quizás algunos colegas no eran Legisladores en esa época y quienes hoy son autoridades de la 
educación no ocupaban estos cargo en ese momento, voy a leer unos breves párrafos de ese documento, para 
que conozcan qué fue lo que dijo el ex Presidente Lacalle en esa escuela de alternancia. 


En esa oportunidad el ex Presidente Lacalle expresaba: "El sistema educativo nacional muchas veces se 
adecua a la realidad del país. Muchas veces se siente por parte del chico o la chica que está siendo educado y 
de sus padres que no hay una relación entre el país real y el país educativo". Voy a hacer la lectura más corta 
de lo que pensaba. Luego prosigue: "Y en materia educativa, creemos que hace falta mucho barro en los 
zapatos de algunos que la planifican y por lo tanto, sin quererlo por cierto, erran y erran bastante feo". Esto 
era en directa relación con las autoridades de la Educación de la época. Sigo con la lectura: "En la década 
entre el 90 y 95" -casualmente cuando el orador, ex Presidente Lacalle, era Presidente de la República- "la 
UTU recibió 18 millones de dólares de equipamiento, actitud y acto de gobierno sin precedente en la historia 
de la UTU, para que se pudiera enseñar a manejar un torno con un torno, por eso es que creemos que estas 
escuelas de alternancia no solamente tienen que ser lo que son, alrededor de 8 en todo el país, sino que tienen 
que avanzar". Eso refería a su propia gestión, a todas luces. Continúo: "Son funciones" -decía a los alumnos y 
padres, todos presentes en esa actividad, el ex Presidente Lacalle- "esenciales del Estado, en el que Uruguay 


curiosamente, fíjense que el Estado está en estado de quiebra, porque no hay recursos para las fuerzas 
armadas, no hay recursos para la justicia, ni para los hospitales, ni para la enseñanza, pero el estatismo está 
triunfando y va a inaugurar una torre (de ANTEL) de 102 millones de dólares en el Uruguay cuando faltan 
locales escolares y cuando tenemos dificultades para mover los camiones y los aviones de las fuerzas 
armadas. Y eso estimados compatriotas es nuestra opinión". 


Ahora, yo me pregunto: este discurso del ex Presidente Lacalle en una escuela técnica, ¿era o no era de 
altísimo contenido político partidario realizado? 


Esto es del 25 de junio de 2003 y lo trajimos con las autoridades del CODICEN presentes. En ese momento, 
la verdad es que fuimos muy poquitos los legisladores que nos preocupamos por la laicidad. Algunos ya eran 
colegas míos aquí, pero no escuché a nadie preocuparse por la supuesta violación de la laicidad por este 
hecho; a nadie. Me parece bueno que ahora se tenga celo por este tipo de actitudes, pero traigo esto que es de 
la Administración anterior. 


¿Qué nos contesta el Presidente del CODICEN de la época, señor Bonilla? Estoy parafraseando en esta parte 
porque obviamente no voy a leer todas las versiones. Palabras más, palabras menos, él dijo que no fue feliz el 
doctor Lacalle en ese acto. Que yo recuerde, no anunció, el ex Presidente del CODICEN, investigación 
administrativa alguna. Como estoy apelando a mi memoria, capaz que sí lo hizo y yo me olvidé y no 
recuerdo totalmente la sesión. Por las dudas, para no confiar en mi memoria, lo que voy a hacer es un pedido 
de informes a la Administración -voy a invitar a todo legislador que quiera firmar conmigo ese pedido de 
informes- para ver si en ese momento el CODICEN y la UTU de la época dispusieron algún tipo de 
investigación administrativa para saber qué pasó con eso. 


Insisto en que es muy difícil para la Administración de cualquier época imaginarse lo que puede llegar a decir 
un orador. ¿Cómo se puede hacer? ¿Habría que decirle: "Traiga el discurso antes", y señalarle que esto va y 
esto no? Es imposible de determinar para esta Administración, para las anteriores y para las que vengan. Pero 
lo que sí tenemos que vigilar es si hubo una investigación administrativa por estos hechos. 


Culmino diciendo que creo que ha quedado meridianamente claro que este Gobierno reafirma su compromiso 
con el concepto de laicidad, con el concepto de libertad de cátedra y con una actitud vigilante de estos hechos 
y garante de todas las partes involucradas en estos temas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Creo que la comparecencia de las autoridades de la Educación 
y de las autoridades políticas del Gobierno, representadas por el señor Ministro y el señor 
Subsecretario, son bien importantes porque nos permiten analizar hechos puntuales, pero además nos 
permiten estudiar algo que es recurrente: el concepto de la laicidad y vigilancia de nuestro sistema 
educativo, a lo que, obviamente, todos tenemos derecho. 


Quiero hacer algunas puntualizaciones que no pueden quedar en el aire. 


El señor Ministro recordaba el tema de la autonomía. Los organismos son autónomos, pero el tema de la 
autonomía así como el de la libertad de cátedra se pueden utilizar con distinto alcance. Lo de la autonomía de 
la educación lo tenemos absolutamente claro, está definido por la ley; todos conocemos en el país -en este 
caso hablo por mi condición de docente y es innegable mi condición de dirigente político hoy día- que el 
artículo 197 de la Constitución también establece claramente que usted tiene una puerta de entrada al sistema 
educativo, que es incuestionable, al grado de poder corregir actos del CODICEN o de cualquiera de sus 
organismos; autoridad no menor que le da la Constitución de la República. Es decir que es una autonomía 
que tiene una puerta de entrada del Poder Ejecutivo y del Ministro de Educación y Cultura porque el 

artículo 197 de la Constitución dice que el Poder Ejecutivo podrá enmendar un acto de un ente autónomo. 
Puede corregir un acto o una decisión administrativa; hasta puede destituir a uno de los Directores, 
obviamente. Pero el hecho es que puede ingresar al sistema en cuanto el CODICEN es un ente autónomo. 


Es decir que la autonomía es para dar garantía de funcionamiento, pero estaba más pensada y vinculada a los 
temas técnicos de la administración. La responsabilidad política existe. No se puede decir: "Mire, yo no 
puedo hacer nada porque después de que el CODICEN fue nombrado por el Senado de la República no tengo 
ninguna interferencia". ¿Cómo no? La tiene, sí; se la da la Constitución de la República, el marco legal 
vigente, porque en algún momento tiene que haber una posibilidad de la autoridad de Gobierno, que está por 


encima de la autonomía. No hay ninguna duda: la autoridad de Gobierno puede intervenir, y tiene derecho a 
hacerlo, en decisiones que entienda equivocadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hacemos la aclaración de que hay que dirigirse a la Mesa, como me acota el 
señor Diputado Arregui, y no hubo ninguna intencionalidad política de este Presidente. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Primero que nada quiero dejar en claro que, 
como la versión taquigráfica lo va a demostrar, no dije que no tuviera nada que ver. Hablé de las 
autonomías -establecidas por la ley y por la Constitución, además- de los entes de la enseñanza. No dije 
que no tuviera nada que ver. Al contrario, dije que habíamos visto el tema y que respaldaba las 
medidas tomadas -como fueron explicadas a lo largo de esta sesión- por la Administración Nacional de 
Educación Pública. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACION Y CULTURA.- Coincido en parte en la exposición del 
señor Diputado José Carlos Cardoso, y me parece que es la expresión del señor Ministro también, en 
cuanto a que la apelación al sentido constitucional de la autonomía no significa que el Poder Ejecutivo 
no tenga ningún tipo de relación con el sistema educativo. Al contrario, este Poder Ejecutivo ha estado 
impulsando activamente, por ejemplo, la organización del debate educativo. Si tendrá que ver este 
Poder Ejecutivo con la educación, que como parte de su gestión promueve el debate educativo. 


Sin perjuicio de ello, el nivel de autonomía de los Consejos Directivos que representan a los Entes 
Autónomos de la Enseñanza es del máximo grado. Por lo tanto, esa capacidad de corrección establecida en el 
segundo inciso del artículo 197 de la Constitución no se aplica, desde mi humilde entender, a los Entes de la 
Enseñanza, tal como establece el artículo 205 de la Constitución. Entonces, la capacidad de corrección es 
bien distinta en los Entes Autónomos de la Enseñanza que en los Entes Autónomos de otra naturaleza. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El objetivo de esta convocatoria de hoy no es analizar el 
concepto de la autonomía pero, reitero, el artículo 197 no distingue al CODICEN de la UTE. No hay 
distinción; refiere a actos, a resoluciones. Una resolución adoptada por un organismo puede ser 
corregida o suspendida por el Poder Ejecutivo o por el Ministro del ramo sin atentar en ningún 
momento contra la Constitución. Digo esto porque a veces repetimos demasiado el concepto de 
autonomía -yo no expresé que el señor Ministro hubiera dicho que no tuviera nada que ver- y 
terminamos creyendo que los organismos de la educación son una "republiqueta". No lo son; no lo son, 
y el Poder Ejecutivo se hace responsable de sus actos, de todas sus resoluciones. Todo lo que se aprueba 
en las actas del CODICEN, es responsabilidad del Poder Ejecutivo, y ante el Parlamento es el 
responsable. Y si no estuviera de acuerdo con un acto tendría, a través del artículo 197 de la 
Constitución, la posibilidad de corregirlo. 


Digo esto para que quede claro cuál es el alcance de la autonomía. Esa autonomía es para trabajar, para 
resolver, pero no implica que en las cosas que pasen allá no tenga nada ver. No; si está en desacuerdo con 
determinadas actitudes o resoluciones adoptadas en este caso por el CODICEN, el Poder Ejecutivo tiene 
autoridad para intervenir y para suspender la resolución. Hasta ese grado llega el alcance del artículo 197, 
que no distingue entre los distintos Entes Autónomos. Por lo tanto, el CODICEN es un Ente Autónomo como 
otros. 


Digo esto para dejar en claro algunos conceptos que uno repite muchas veces y que terminan siendo una cosa 
difusa. Acá se ha vuelto a hablar sobre la libertad de cátedra... 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- ¿Me permite? 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Redondeo mi pensamiento, de modo de dar al señor Ministro 


otras oportunidades de contrariar mis dichos, porque van a ser varias las cosas en las que no vamos a 
estar de acuerdo. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Es para una aclaración respecto a la 
Constitución. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Sí, señor Ministro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 205 de la Constitución establece: 
"Serán aplicables, en lo pertinente, a los distintos servicios de enseñanza, los_artículos 189, 190, 191, 
192, 193, 194, 198 (incisos 1” y 2”), 200 y 201". Es decir que no incluye el artículo 197. Solamente quería 
dar esa información. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El concepto de la libertad de cátedra incorporado por el señor 
Diputado Mahía -que es recurrente en las autoridades de la educación y en muchos debates públicos 
por parte de gente que no necesariamente está vinculada a la educación-, planteada en términos tan 
generales y con cobertura total sobre lo que puede hacerse en el aula, termina dando amparo a 
cualquier cosa. Si la libertad de cátedra es la libertad irrestricta para los dichos de un docente, ¿cuál es 
el alcance de las determinaciones que puede adoptar el organismo sobre el docente? ¿Cuál es la línea 
que separa la decisión o la expresión del docente en el aula de aquellas a las que queda sometido? 


Además, deberá distinguirse, porque es necesario hacerlo, que una cosa es la libertad de cátedra en la 
Universidad de la República, donde los alumnos son adultos, y otra en la Educación Primaria o en los 
primeros años de la Educación Secundaria, donde no estamos ante un ser adulto en pequeño, sino ante una 
persona en formación, que no tiene total criterio de discernimiento porque lo está construyendo. Ese es el 
proceso de formación en el que concurre el propio docente; el propio docente concurre a esa formación. No 
se puede analizar el concepto de libertad de cátedra como si fuera exactamente lo mismo en cualquier nivel 
de la educación. No lo es, y me remito a la forma de descripción de contenidos en los programas de la 
Universidad de la República y en los de la Educación Primaria o Secundaria. ¿Por qué se describen los 
contenidos al grado que se describen en los programas de Educación Primaria, donde estamos trabajando con 
niños, que no es el mismo grado con el que se describen los contenidos a un docente o a un catedrático en la 
Universidad de la República? No utilicemos el concepto de libertad de cátedra en forma irrestricta, porque se 
repite de una manera que termina dando contenidos a cosas que no deberían tenerlos. 


Acá se han dicho algunas cosas que deben ser analizadas: el concepto de libertad de cátedra, al que me acabo 
de referir, y el concepto de laicidad -sobre el que hice una aclaración cuando estaba haciendo uso de la 
palabra el Presidente del CODICEN-, que es un tema recurrente. Recuerdo que en el Período pasado el 
Presidente Batlle hizo una gran apuesta al debate de este tema y el Uruguay estuvo meses hablando de eso. 
Bastó que el Presidente pusiera el tema sobre la mesa para que todos hablaran de él. En primer lugar, porque 
es un tema de definiciones difusas; es difícil su definición. Y mucho más difícil es su interpretación concreta, 
porque todos estos planteos que ha hecho el Presidente del CODICEN, que son genéricos, que son casi 
objetivos generales, los compartimos, pero definición no hay. Acabo de poner el ejemplo del documento del 
Presidente de la República, y tengo la intervención que hizo el Presidente de la República en esa oportunidad, 
y miren que tengo distancias filosóficas y políticas con él, pero comparto plenamente lo que señaló allí. Pero 
después, ¿cómo se hace realidad eso? ¿Cómo aseguramos garantías para que dentro del aula eso 
efectivamente acontezca? ¿Cuál es el momento en que se traspasa ese límite y cómo lo determina la 
autoridad competente? ¿Cuál es el momento en que el profesor deja de explicar un concepto filosófico o una 
concepción política y la hace suya? Cuando la hace suya, ¿qué pasa? ¿Violenta el concepto de la laicidad? 
Una cosa es que enseñe marxismo y otra que sea un marxista dentro de la clase; son dos cosas totalmente 
distintas. Para esta diferencia pongo el ejemplo del profesor -aquí hay docentes y ¡vaya si hay docentes de 
historia de peso!- que abandona la tercera persona en su lenguaje con el educando y pasa a decir "vamos a 
hacer esto", cuando debería decir "esta concepción política haría en estas circunstancias esto", y a esta 
concepción política se la responderé, por ejemplo, el marxismo. 


Les voy a hacer escuchar una clase que un profesor dio hace pocos días en Montevideo. No voy a dar el 
nombre ni el liceo porque no vengo a denunciar a nadie; vengo a plantear cómo tratamos el tema y hasta qué 
grado el profesor diciendo "el marxismo procede contra el capitalismo así y el capitalismo responde de esta 
manera y estas son concepciones en debate históricas en la vida de los pueblos", abandona la tercera persona 
para decir "lo vamos a hacer así". Cuando un profesor en el primer ciclo de Educación Secundaria dice "lo 
vamos a hacer así”, no está hablando en tercera persona, no está exponiendo una teoría del pensamiento ni 
una concepción política. Sería muy bueno que lo hiciera porque el estudiante tiene derecho a saber qué 


significó el marxismo en la vida de la humanidad. Otra cosa es cuando dice "lo vamos a hacer así" porque, 
¿cómo distingue el estudiante que lo que está recibiendo es una instrucción, una convicción de su profesor en 
lugar de una exposición dos formas de pensar? 


Vamos a escuchar una clase y vamos a ver cómo un docente es capaz de pasar de la concepción general a la 
primera persona. 


Me dicen que hay dificultades para escuchar esta grabación con este "notebook". Por tanto, voy a acercarles 
la versión desgrabada. 


Este me parece un ejemplo sobre el cual las autoridades -si lo creen conveniente- podrán trabajar no en la 
concepción general del concepto de laicidad sino en cómo se pone en práctica. De eso se trata. Aquí de lo que 
se trata es de cómo se hace en el aula para respetar el concepto y no la definición del concepto, sobre la que 
todos estamos de acuerdo. Además, sería como repetir cosas que ya tenemos asumidas, más allá de que es 
verdad que sobre laicidad se ha hablado, escrito y dicho cosas que a veces aparecen como contradictorias. A 
Varela se le hizo decir durante décadas cosas que no dijo sobre laicidad. Se utilizó a Varela como parte del 
concepto de laicidad, haciéndolo decir cosas que no dijo. Pero en estos últimos tiempos creo que todos vamos 
profundizando mejor el concepto. 


De lo que se trata es de cómo ustedes, que son autoridades de la Educación... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor Diputado. 
SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- Tiene razón, señor Presidente, discúlpeme. 


Decía: cómo las autoridades de la Educación presentes acá permiten que este concepto no se violente. Aquí 
se han traído algunas comparaciones que obviamente nosotros no compartimos. Todas las normas -la 
Constitución de la República es un marco de convivencia acordada- que establecemos para el funcionamiento 
de los organismos son complementarias de eso. Las normas no existen en forma etérea, son aplicables a una 
comunidad; una comunidad se va dando sus normas porque lo que hace es encontrar un punto de 
convivencia. 


Entonces, tenemos que ver todas las normas a la luz de la realidad y del sentido común. Y no es minimizar 
los debates, traerlos al llano. Pero creer que lo que dijo el ex Presidente Lacalle en cuanto a que la asignación 
presupuestal a la educación es inconveniente, es escasa, frente a una toma de decisión de invertir en un 
edificio de US$ 100:000.000 que estaba haciendo el Gobierno, es lo mismo que explicar que el robo del Tiro 
Suizo es parte del patrimonio nacional, es una simplificación inaceptable; no es lo mismo. El sentido común 
indica que no se pueden comparar. La expresión pública de asignación de una gestión de Gobierno, diciendo: 
"Este Gobierno está asignando determinadas cosas más a esto que a aquello", no se puede comparar con 
incorporar al Día del Patrimonio o transformar en patrimonio al robo del Tiro Suizo. No hagamos ataduras 
que no son lógicas; apliquemos el sentido común. 


Decía el Diputado Amorín Batlle al principio de su intervención que hay... 
SEÑOR PRESIDENTE.- El Diputado Ortuño solicita la palabra por una moción de orden. 
(nterrupciones.- Hilaridad) 


SEÑOR ORTUÑO.- Si hay algo que hemos aprendido en la actividad parlamentaria es que no es 
bueno aplicar mordazas. Además, tratándose del Diputado José Carlos Cardoso es una misión 
imposible. 


(Hilaridad) 


Sí me parece importante plantear que cuando se traen informaciones a título de documento -creo que es 
como pretendió traer esa grabación el Diputado José Carlos Cardoso- tiene que haber determinados marcos. 
El Diputado Mahía hacía referencia... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo le concedí la interrupción por una moción de orden que usted iba a 
realizar. Acabamos de interrumpir el desarrollo de un planteo que está haciendo un legislador; por 
tanto, le pido que se limite a la cuestión de orden que tenía para plantear. Me parece que está iniciando 
una intervención que sugiere -con todo el derecho que tiene- determinados procedimientos. 


SEÑOR ORTUÑO.- Como es una cuestión de orden vamos a pedir a la Mesa establecer determinados 
procedimientos. Pero si el Presidente quiere, le pido la interrupción al señor Diputado José Carlos 
Cardoso, quien por lo general tiene la gentileza parlamentaria para concederlas. De esta manera, usted 
no se vería violentado en la aplicación... 


(Interrupciones) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no me veo violentado en absoluto; simplemente que en el régimen 
parlamentario hay cuestiones que son de orden y que interrumpen el debate y hay otras que no lo son. 
Cuando usted dijo que iba a plantear una moción de orden entendí que iba a plantear lo que 
correspondía. Como creo que no fue así, consulto al señor Diputado José Carlos Cardoso si le concede 
una interrupción al Diputado Ortuño. 


(Interrupciones) 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a ahorrar este debate a los tres y a quienes nos están 
escuchando, porque ya entendí -capaz que me adelanto- lo que el Diputado Ortuño -y puede que sea 
reazonable- plantea. Se trata de que determinados documentos que se presenten estén corroborados o 
marcados claramente de qué se trata. Obviamente, podrían entender que esto es una grabación 
arreglada para presentar al Ministro. 


(Interrupciones) 


No es el caso, yo sé que los señores Diputados no piensan eso, pero podría entenderse así. 


Yo tengo el nombre del profesor y los datos del día, la hora y el aula en que habló, pero no quise darlo a 
conocer porque no es mi intención hacer la denuncia. Yo traje este material para utilizar como marco que me 
permita analizar un tema que es mucho más profundo que esta clase; es un tema general. Este es un ejemplo. 
Si quieren, puedo presentar el nombre del profesor, el liceo en que sucedió y el día de la clase de historia que 
se está dando. Pero eso implicaría transformar esto, que para mí era base o sustento para una reflexión, en 
una denuncia concreta, que se atendería después en Secundaria. Esto no viene al caso; yo no estoy 
denunciando a este profesor. Simplemente -reitero- traje esta grabación como un ejemplo concreto de esa 
dificultad que todos tenemos. 


Ahora sí, le concedo una interrupción al señor Diputado Ortuño. 
SEÑOR ORTUÑO.- Como adivinos no tendrían la misma suerte que como parlamentarios... 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le pido que no califique. 


SEÑOR ORTUÑO.- No estoy calificando, lo que yo iba a proponer era una moción de orden, si usted 
me hubiera dejado fundamentarla -que es lo que cualquiera de nosotros hace cuando se presentan 
mociones-, en el sentido de que no se admitan grabaciones clandestinas de docentes cuando están 
impartiendo su clase. Si hay algo que se aparta del espíritu que todos estamos compartiendo en el día 
de hoy cuando hablamos de laicidad, de libertad de cátedra y de democracia, es tener claro que las 
escuchas clandestinas en este país terminaron y que en un ámbito como la Comisión de Educación y 
Cultura del Parlamento, no podemos admitir este tipo de violaciones. Si se quieren hacer denuncias, 
que se hagan por los caminos correspondientes y las autoridades de la Enseñanza procederán; no 
somos los parlamentarios y mucho menos espías encubiertos quienes debamos juzgar el accionar de los 
docentes dentro del aula. Debo decir -porque quizás haya colegas que no tengan la información- que el 
sistema uruguayo, que no empezó con esta Administración, tiene los mecanismos para establecer los 


marcos de actuación del docente -que como bien se decía, están sujetos a un programa-, los ámbitos y 
mecanismos de inspección regular y permanente de la acción de los docentes y los mecanismos de 
control que están en el ámbito de las autoridades de la Enseñanza. 


Francamente, me parece -no solo como Comisión, sino como estado de cosas en un sistema democrático-, 
más allá de las inquietudes naturales que está planteando el cambio de autoridades en el país y, en particular, 
de orientación en la enseñanza -yo insisto que se están manejando dentro del marco legal y absolutamente 
ajustadas a derecho-, que no podemos deslizarnos en este camino que es realmente oscurantista. Digo esto no 
porque sea la intención del señor Diputado José Carlos Cardoso -a quien no tengo derecho de acusar de tal 
cosa-, sino porque creo que efectivamente son prácticas de otra época. Más allá de que hemos visto en otras 
cuestiones que se está poniendo de moda esta especie de sistema de la desconfianza, donde nos grabamos 
unos a otros sin que las otras personas se enteren, me parece que en este ámbito de análisis objetivo e 
institucional no corresponde, no constituye elementos de prueba y no constituye un marco apropiado para 
discutir sobre los temas de la enseñanza. 


Me opongo a la investigación clandestina de nuestros docentes en sus aulas, sea lo que sea, piensen lo que 
piensen, porque creo que hay mecanismos para inspeccionar y evaluar su trabajo en el marco del Estado de 
derecho en que estamos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Como adivino, no me ganaría la vida. Jamás me podía 
imaginar que el señor Diputado Ortuño podía venir por ese lado. 


¡Que esto sea una grabación clandestina! ¡Que grabar clases es clandestino! ¿De dónde sacaron eso? ¿De 
dónde sacó ese concepto? Es una mente persecutoria. Grabar clases es lo más normal del mundo, para volver 
a escucharlas. ¿Cuál es el problema? ¡Autorización, ninguna! ¿De dónde sacaron que un alumno necesita 
autorización para grabar una clase? ¿Pero qué autorización necesito de nadie? Hay una "persecuta" acá con el 
tema de las grabaciones. 


Es imposible que yo imaginara que el señor Diputado Ortuño viniera a decir una cosa como esa: que se 
necesita autorización o que esto es una grabación clandestina. 


(Interrupción del señor Diputado Ortuño) 


Esta es una grabación normal en el libre ejercicio de una persona que va a una clase y la graba, y la 
vuelve a escuchar en su casa, o la desgraba para estudiarla. Es un recurso didáctico. ¿O ahora el grabador 
pasó a ser el culpable de los males? 


(Interrupción del señor Diputado Ortuño) 


———El grabador es un recurso didáctico como el proyector o como cualquier otro instrumento de la 
educación, que lo usa el profesor y que lo usa el alumno. 


Rechazo totalmente que se considere que esto es una grabación clandestina. No existe la clandestinidad en 
grabar clases. En la facultad es común que los estudiantes graben sus clases, porque las quieren escuchar 
nuevamente. Yo he escuchado decenas de veces grabaciones de clases universitarias. Tengo hijos 
universitarios que graban sus clases y los veo desgrabarlas después. En este caso lo utilicé a los solos efectos 
de provocar un disparador para pensar el tema de la laicidad; ni siquiera dije que esto debiera ser sancionado, 
ni pedí denunciar nada. Lo traje como un recurso para recrear la discusión; nada más que para eso. No hice 
otra cuestión. 


SEÑOR ORTUÑO.- El señor Diputado preopinante hacía referencia -está en la versión taquigráfica- a 
la distinción entre los usos y costumbres en la enseñanza terciaria -donde muchos de nosotros hemos 
grabado clases- y en la enseñanza secundaria o primaria. Quienes hemos sido docentes, cuando se nos 
ha solicitado, hemos autorizado la grabación de nuestras clases; sin duda, siempre se nos ha pedido la 
autorización. Pero mi intervención iba en otro sentido y gracias a la interrupción que me concede el 
señor Diputado, la reitero. No creo que en este ámbito parlamentario tenga ningún tipo de valor 
probatorio ni de sustento de ninguna argumentación traer grabaciones cuyo contenido ni siquiera 
pudimos oír y que no tienen ningún tipo de respaldo en cuanto a su autenticidad o de garantías sobre 


las condiciones en las que fueron tomadas y sobre las circunstancias y personas implicadas. Esto me 
parece absolutamente improcedente -lo digo con todo respeto- en este ámbito parlamentario. 


Nada tengo que decir de las grabaciones que se hacen en ámbitos académicos de otra naturaleza, en los 
cuales hemos participado de los dos lados del mostrador. 


Gracias, señor Presidente y señor Diputado. 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- No voy a insistir en el tema. 


Reitero que lo utilicé como recurso absolutamente válido, que demuestra cómo en una clase un profesor de 
Historia abandona, lógicamente desde mi punto de vista -voy a remitir al señor Ministro y a las autoridades 
de la educación la desgrabación de esta clase, sin nombre, y si la quieren con nombre, lo tengo; pero el 
objetivo no es acusar a nadie-, la exposición objetiva de una concepción política, y la transforma en una 
concepción propia. Seguramente, un estudiante universitario distingue claramente que el profesor está 
hablando de lo que piensa él, pero a otros niveles de la educación creo que eso es muy difícil de lograr. Por lo 
tanto, el concepto de laicidad acá nos preocupa en forma especial; de lo que se trata no es de definir la 
concepción y de traer casi como un manual cuál es la concepción, sino cómo es que esto se hace verdad 
dentro del aula. 


Decía el señor Diputado Amorín Batlle al inicio de su presentación que el hecho de que las autoridades de la 
educación esta vez hayan sido designadas por un solo partido político, aumenta obviamente la sensibilidad 
que se genera sobre el tema; es algo lógico y el Gobierno se tiene que hacer cargo de eso, más allá de que 
individualmente podamos tener garantías en las autoridades de la educación. 


No tengo empacho en decir que no tengo cuestionamientos individuales a la jerarquía de la educación. Es 
más, dentro de los Consejeros tengo un viejo amigo, el maestro Florit, a quien conozco de nuestra militancia 
juntos a nivel sindical hace muchos años. ¿Cómo voy a hacerle una acusación con respecto a estos temas? 
Pero sí es cierto que pasan cosas que comienzan a volcar la balanza respecto a que pasan todas de un mismo 
lado, y eso es inevitable que genere sensibilidad política 


Si bien es bueno el debate, no le hace bien al sistema que las autoridades de la educación deban venir a 
explicar al Parlamento este tipo de cuestiones. Yo no creo que esto le haga bien. Creo que esto complica las 
cosas y genera controversias innecesarias. Una cosa es que las autoridades de la educación expliquen los 
grandes conceptos, principios y fundamentos sobre los que apoyan su gestión y otra cosa que vivan sacudidos 
por la oposición política respecto a cosas que van pasando todos los días que, como acá se dijo, algunas de 
ellas excedieron todos los límites. El Consejero de Secundaria dijo que no estaba previsto lo que sucedió, que 
preocupó mucho al Consejo de la UTU lo que pasó en su patio central. Esas cosas van generando, 
obviamente, controversia. Ese caso en especial es muy emblemático. ¿Alguien pensó que el dirigente político 
Hugo Cores iba a hacer otra cosa? Es un dirigente político que todos conocemos, con el que hemos tenido 
debates, que ha sido legislador, que además gusta de los debates públicos sobre sus posiciones políticas y, 
además, es un muy buen contradictor. ¿Alguien imaginaba que iba a hacer otra cosa en ese acto? Estaba 
cantado que ese camino terminaba en un solo lado. 


Entonces, ¿hay que tomar algunas previsiones? Yo creo que sí. Es ese el gran mensaje. Hay que ir tomando 
más previsiones para que no pasen esas cosas, porque evidentemente nos van a enfrentar y generar una 
controversia; lo debemos hacer si queremos generar cauces de entendimiento y de reflexión. En el ámbito de 
la educación todos lo queremos. No queremos que la educación sea el escenario de una refriega política, debe 
estar preservada; escenarios para la refriega abundan. Por suerte en el sistema democrático tenemos 
disponibilidad para enfrentarnos políticamente y contravenir nuestro pensamiento. 


Aquí se habló de alarma y se utilizó la palabra conmoción. El Subsecretario habló del estado de conmoción 
de una institución. Quienes somos educadores y alguna vez tuvimos responsabilidad en la Dirección de una 
institución sabemos cómo se genera la conmoción, qué es la conmoción en una institución educativa. 
¿Cuándo una escuela entra en conmoción? Por un anuncio sanitario, por ejemplo. 


Recuerdo una vez haber discutido mucho con un gran médico que había en el Consejo de Educación 
Primaria, el doctor Chiappesoni, que decía: "La prensa dice 'La Escuela N* 53 tiene hepatitis'. Las escuelas 


no tienen hepatitis; los niños tienen hepatitis y los niños de la zona la tienen. Por lo tanto, dentro de la escuela 
hay niños que tienen hepatitis". 


Aquí se puede hacer una reflexión parecida. Las escuelas ¿cómo entran en grado de conmoción? ¿Porque 
alguien la provoca? Es claro y notorio. ¿Quién provoca la conmoción en un instituto de educación? ¿A 
efectos de qué? Aquí se provocó una conmoción en el caso del liceo donde se acusó al profesor. ¿Cómo se 
provocó esa conmoción? ¿Cómo no la hubo durante mucho tiempo mientras el profesor trabajaba? ¿Por qué? 
Y en otros casos, ¿cómo se va a dar la conmoción? Aclaro que no conozco nada del caso; es el señor 
Diputado Abdala que se ha ocupado del tema, pero se utilizó la palabra conmoción y se dijo que cuando haya 
conmoción se abrirá un sumario y eventualmente retiraremos al profesor. Al profesor y al maestro se los 
puede retirar del aula. Yo sé que sí, porque hay que preservar al educando, pero hay que hacerlo con 
determinadas condiciones y con determinadas garantías. 


Si mañana hay una denuncia de que existió un atentado violento al pudor por parte de un docente contra un 
alumno, por supuesto que no hay que esperar a que la Justicia se expida, porque podríamos someter al 
alumno a un riesgo altísimo. Por supuesto que hay razones y fundamentos para retirar a un docente del aula, 
respetando sus derechos y sus garantías, sin estigmatizarlo. Por sobre todo, debemos preservar al educando. 
El aula y la educación no son iguales que otros lugares donde se puede esperar a que la Justicia se expida. 
Acá no se puede esperar, porque si se está causando un daño a un alumno, la obligación de la autoridad del 
docente es evitar que ese daño se prolongue. 


Pero ¿cómo se genera conmoción? Entonces, ¿bastará una nueva conmoción para sacar a un profesor por 
condiciones de esta naturaleza? Porque aquí no estaba en juego este ejemplo que puse, sino otra cuestión. 
¿Cómo no hubo conmoción durante mucho tiempo en esa institución donde él trabajaba, y un día apareció la 
conmoción? ¿Quién la organizó? Tal vez la Asociación de Profesores desde afuera instaló la conmoción 
adentro de esa institución. ¿Para qué, para retirar al profesor o para inducir a Secundaria a que tomara la 
decisión? Me parece que es una cuestión que las autoridades tendrían que analizar en el futuro porque este es 
un método que puede volver a ser utilizado con otros fines, como por ejemplo, seguir retirando gente del 
sistema educativo. En este caso, quizás haya razones -no lo conozco-, pero en otros puede no haberlas o 
existir un problema interno con un profesor y bastará que un grupo de profesores haga una levantisca dentro 
del liceo y Secundaria, apoyada en esa tesis, tenga que retirar al Profesor, hacer un sumario y después ver qué 
pasa. Me parece que hay que tener cuidado con esto. 


Termino diciendo que como docente, creo que hay que cuidar mucho el sistema de estos embates que son 
tentaciones lógicas. El cambio político operado en el país el año pasado, a partir de la asunción de un partido 
político que nunca había estado en el Gobierno, la sed de venganza de alguna gente, muy aislada, que no 
significa nada en el Gobierno, que obviamente no está en el Gobierno pero puede estar incidiendo desde 
afuera para que se tomen determinados caminos, son riesgos de los que el Gobierno se tiene que cuidar. La 
búsqueda de transformar el aula en un campo de batalla ideológico y político es una tentación en la que 
muchos pueden caer y serán las autoridades de la educación las responsables y será también el Ministro de 
Educación y Cultura el responsable de que eso no acontezca, porque tienen argumentos, tienen marco legal 
suficiente para hacerlo y es bueno que esa preocupación anide en el pensamiento de cada uno de ustedes. 


SEÑOR ARREGUI.- En primer lugar, quiero felicitar el excelente actuar de las autoridades de la 
enseñanza en esta temática; se atendieron absolutamente todas las denuncias planteadas formalmente 
y, en algunos casos, se actuó de oficio al enterarse de situaciones de supuestas irregularidades para 
poder cumplir con la visión que se tiene. Se está investigando con todas las garantías del debido 
proceso para todas las partes, respetando el derecho que asiste a todos -lo cual es otra garantía muy 
importante- y al mismo tiempo se está comprometiendo con los valores comunes de toda la sociedad. 
No se está actuando con asepsia porque esta no puede ni debe existir, y menos aún en un organismo de 
la enseñanza donde de lo que se trata es de formar seres humanos, de trabajar en la formación de los 
valores que son comunes al conjunto de la sociedad. 


Estas autoridades de la enseñanza han respetado estrictamente la Constitución de la República, las normas 
legales y las reglamentaciones correspondientes; ello ha surgido muy claro de las distintas posturas, tanto de 
lo planteado por los legisladores como de lo que han estado informando las propias autoridades. En 
definitiva, creo que lo único que cabe, con respecto a la actuación en esta temática, es felicitar a las 
autoridades de la enseñanza por el trabajo que están realizando. 


Voy a hacer mención a dos aspectos. Por un lado, voy a hacer referencia a expresiones formuladas por 
algunos señores Diputados, y, por otro, voy a realizar algunas reflexiones. 


No soy persona de hacer reiteraciones, pero creo que es importante hacerlo en este caso -lo expresó el señor 
Diputado Mahía- en relación a lo que planteaba el señor Diputado Amorín Batlle sobre expresiones que se 
realizaron en el marco de un congreso de la Asociación de Profesores de Historia. En este país, existen 
Asociaciones de Profesores de distintas asignaturas, de Historia, de Física, etcétera, que evidentemente tienen 
una ligazón muy estrecha con el tema educativo y hay, en determinados momentos, puntos de contacto, 
momentos de vínculos. Pero queda muy claro que la Asociación de Profesores de Historia es un organismo 
que, si bien hace valiosas contribuciones, no responde jerárquicamente a la ANEP, por lo cual lo que se esté 
diciendo dentro de su ámbito no es responsabilidad de la ANEP ni del Ministerio de Educación y Cultura. 


Aquí tengo un problema en cuanto a interpretar con cuál visión me quedo en relación a un docente que ha 
sido acusado de violación a los derechos humanos: si la visión de un Diputado de la oposición que ha 
mostrado sus serios reparos en cuanto a que no se puede tomar decisiones hasta que la Justicia se expida, o la 
visión de otro Diputado de la oposición del mismo partido político que expresó claramente que no se puede 
esperar a que la Justicia se expida cuando suceden casos que pueden llegar a ser preocupantes. Él lo expresó 
con el ejemplo del atentado al pudor. Yo lo quiero poner acá con respecto al tema de acusaciones muy claras 
respecto a violaciones de los derechos humanos en el período de la dictadura. Aclaro que me adhiero 
plenamente a las palabras del señor Diputado José Carlos Cardoso, que ha sido contundente en sus 
expresiones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Aunque no fui mencionado con nombre propio, es claro que he sido 
aludido. Creo que el señor Diputado preopinante está pretendiendo marcar contradicciones en el 
ámbito de la representación del Partido Nacional, donde no las hay. Escuché igual que él al señor 
Diputado José Carlos Cardoso y me parece que se encargó claramente de separar los dos episodios, es 
decir, el que estamos analizando hoy y el que manejó como hipótesis de trabajo, distinguiendo entre 
una situación de daño presente y de riesgo inminente, como podía ser el ejemplo del atentado violento 
al pudor, y el otro, el caso real que se está analizando en el que nosotros, para empezar, no hemos 
definido una posición concluyente. Le estamos preguntando al Consejo de Educación Secundaria de 
qué manera ha encarado este asunto, cómo ha valorado las pruebas y si, en todo caso, no ha previsto 
trasladar estos antecedentes a la Justicia. 


Pero creo que no debemos mezclar; son cosas bien diferentes. Lamento que el señor Diputado José Carlos 
Cardoso no esté presente en Sala porque lo podría reafirmar. Creo que lo que hizo claramente el señor 
Diputado Cardoso fue distinguir, precisamente, entre una situación y la otra. Una cosa es aquella situación 
donde evidentemente hay que actuar porque el daño es actual y donde, por lo tanto, hay que preservar el 
interés de los estudiantes y de los educandos; esa es una situación. Otra es esta, donde hay un móvil político 
con relación a hechos del pasado, donde se cobra al grito de la tribuna. Son situaciones bien diferentes y eso 
lo quiero aclarar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hay una parte del debate 
parlamentario a la que no nos corresponde ingresar ni al Poder Ejecutivo ni a las autoridades de la 
enseñanza. Simplemente, quiero señalar que en el caso del profesor del Liceo N” 13 hubo una denuncia 
formal de hechos graves y una investigación administrativa que está en curso. Lo primero que se hizo 
en esa investigación administrativa fue notificar al interesado a los efectos de que tuviera conocimiento 
de que está en curso esa investigación. Además, ese profesor no estaba asistiendo porque estaba con 
licencia médica y cuando tenemos noticias de que se va a reincorporar se genera una situación de 
conmoción, respecto a la cual ya se ha explicado aquí cuál fue la actuación de la Administración. De 
ninguna manera se está prejuzgando sino todo lo contrario; se están tomando todos los recaudos para 
que con todas las garantías y elementos después la Administración pueda decidir cabalmente qué pasos 
dar. 


SEÑOR ARREGUI.- Independientemente de las explicaciones del señor Diputado Pablo Abdala, en 
este tema yo quiero seguir reafirmando categóricamente que adhiero total y radicalmente a las 
palabras que sobre este punto específico, de esperar o no las definiciones de la Justicia, realizó el señor 
Diputado José Carlos Cardoso. 


Yo creo que un día la Justicia podrá expedirse sobre este tema, lo que sería positivo. Pero se expida o no, en 
un tema de atentado al pudor y un tema en el cual se ha denunciado que ha existido violación a los derechos 
humanos por parte de un profesor -que es un prototipo frente al alumno, un modelo a imitar-, 
independientemente del procesamiento que se haya realizado a nivel de la ANEP, hay que tener en cuenta que 
acá se están planteando aspectos distintos. Uno de ellos es esta situación que estoy planteando y, otro, es el 
tema de la conmoción pública, donde no se ha cobrado al grito -esto está muy claro- y donde la ANEP está 
dando todas las garantías del debido proceso, tal cual se ha venido expresando. Creo que esto debe quedar 
bien claro. 


Si la libertad de cátedra debe ser o no irrestricta, y sobre la defensa de la laicidad, creo que estos son dos 
principios muy caros a la sociedad uruguaya, y la libertad de cátedra más caro a los docentes. Estos dos 
principios deben conjugarse con inteligencia y ante cada una de las situaciones. Yo digo que son dos caras de 
la misma moneda; una moneda no existe si no están las dos. Entonces, para que haya libertad de cátedra tiene 
que haber laicidad, y para que haya laicidad tiene que haber libertad de cátedra. Por tanto, yo no encuentro 
que haya oposición. Habrá que ver cómo conjugar estos dos principios en cada una de las situaciones 
correspondientes, en cada uno de los niveles del desarrollo intelectual y en cada una de las situaciones. 


Yo no puedo minimizar lo que decía el señor Diputado José Carlos Cardoso en alusión a lo que había 
expresado el Diputado Mahía sobre el discurso de claro contenido proselitista político partidario que se 
realizó en una escuela agraria del Consejo de Educación Técnico Profesional, porque las palabras dichas aquí 
son contundentes. Esto no se puede minimizar. Hizo loas a una gestión de Gobierno e hizo críticas a otra 
gestión de Gobierno. Por tanto, esto no se puede minimizar ni es comparable con lo del señor Diputado 
Homero Viera. Cada tema debe tener un tratamiento distinto. Las expresiones del Diputado Homero Viera se 
están estudiando con toda la especificidad que tiene y en su momento se va a definir el tema. Pero aquí no se 
puede tapar una cosa confrontándola con otra, minimizándola con otra situación distinta. 


En cuanto a que hay que cuidar mucho la laicidad porque hubo un cambio de partido político en el Gobierno, 
creo que la laicidad hay que cuidarla mucho en todo momento, haya habido o no un cambio de partido 
político en el Gobierno. Siempre pueden darse situaciones que generen estos problemas. Lo que se debe 
hacer es crear un ámbito adecuado para que el docente pueda respetar la laicidad, ejercer la libertad de 
cátedra y que no se aplique la autocensura. En este momento, en el cual se está ingresando felizmente al tema 
de la historia reciente, es importante que se pueda tratar con toda la responsabilidad que corresponda. 


Muchas veces puede quedar en el ambiente o en el aire que la historia reciente sea la causante de problemas. 
Yo digo que siempre puede haber riesgos, porque si la vida no se vive, no existe riesgo; si la historia no se 
enseña, no existe riesgo. Entonces, ¿qué hacemos para evitar los riesgos? ¿Suprimimos la historia reciente? 
¿En qué estaríamos incurriendo si nosotros suprimiéramos la historia reciente? En algún momento -no se dijo 
acá, en esta Sala, en este momento- hubo críticas a la enseñanza de la historia reciente. Estaríamos 
fomentando la ignorancia, y si la fomentamos, lo que estamos haciendo es violar la laicidad, porque si 
decimos que la laicidad implica libertad de conciencia, libertad de opción, implica información. Entonces, no 
le estamos brindando la información correspondiente para que el educando pueda tener la libertad de 
expedirse libremente cuando está en contacto con las más variadas fuentes del pensamiento ante un tema. 


Muchas veces este tipo de situaciones cuando son llevadas a la exageración, creo que está bien, sobre todo 
cuando hay una denuncia concreta y válida. Pero cuando se hacen exageraciones y se está susceptible, 
muchas veces esto puede conducir a la autocensura del cuerpo docente, y esto es malísimo. 


He escuchado que hay recursos didácticos que son muy importantes, que no pueden condenarse por distintas 
situaciones. Me estoy refiriendo al testimonio y a las visitas a distintos lugares. No me estoy expidiendo en 
los casos concretos de cada una de las situaciones que se están brindando acá porque ello se está investigando 
a nivel de la ANEP y conoceremos todos los hechos como corresponde. Pero creo que felizmente estos 
recursos didácticos no han sido condenados. 


Ahora, la laicidad, en quienes tenemos una fuerte identificación ideológica en distintas áreas, puede llegar a 
ser un tema de alta susceptibilidad. Pero cuando tenemos alta susceptibilidad podemos llegar a perder el 
equilibrio necesario en el tratamiento de los temas. 


Decía que no podemos estar omisos cuando vemos la posibilidad de irregularidades; pero no en todos lados 
existen irregularidades. Tampoco podemos crear temor y miedo en los docentes al abordar la historia reciente 


porque el temor es un mal consejero. Puede lograr que caigamos en omisiones; en que por miedo a violar la 
laicidad fomentemos la ignorancia, y ahí sí estamos violando la laicidad. 


Creo que es muy mala la postura de considerar al cuerpo docente como pasible de sospecha. El cuerpo 
docente que tenemos en nuestro país es excelente; son decenas de miles los docentes de nuestro país. Cuando 
algún problema de violación a la laicidad se ha suscitado en cualquier tiempo y en cualquier época, estos han 
sido casos sumamente aislados. Tenemos un cuerpo docente que, como tal, actúa con mesura, con equilibrio 
y con ponderación. Creo que los parlamentarios tenemos que ser muy cuidadosos con nuestras acciones 
porque, por deformaciones, por falta de equilibrio, por exageraciones podemos caer en cosas que no son 
positivas. Creo que tenemos autoridades que son una garantía firme en el sentido del respeto de la laicidad, y 
debemos tener cuidado con no obstaculizar el aprendizaje de la historia reciente. 


Escuchaba unas reflexiones del señor Diputado Casaretto hoy sobre el rol de los Diputados y el vínculo con 
los respectivos centros. No quiero hacer corporativismo; todo lo contrario. Creo que los parlamentarios 
tenemos derechos y deberes con respecto a la enseñanza y, por lo tanto, a los centros docentes. Tenemos 
derecho al libre acceso a los centros, respetando las normativas correspondientes. Creo que es un deber 
visitar los centros docentes. 


También digo que tenemos deberes y cuando asistimos a los centros docentes nuestros deberes son respetar la 
autonomía del ente y la laicidad, y cada caso será una situación distinta. 


Ahora, quiero señalar que algunas preocupaciones que hoy se dan en esta Comisión de Educación y Cultura 
con respecto a posibles violaciones a la laicidad no las vi en períodos anteriores. Me alegro que existan, pero 
que existan siempre. 


Un caso fue lo que planteaba el señor Diputado Mahía. Otro caso fue una denuncia que se hizo en el período 
anterior, en forma previa a las elecciones, sobre una docente en el departamento de Colonia que preguntó a 
sus alumnos qué partido votarían sus padres y en aquellos casos en que los alumnos no sabían, dicha docente, 
cosa reconocida a través de una investigación, manifestó que les entregó listas de su sector político. Dijo que 
fue en la esquina. Pero yo no encontré que en este ámbito parlamentario hubiera denuncias o preocupaciones 
en tal sentido. 


Tampoco encontré preocupación en este ámbito parlamentario porque en el local del CODICEN, en Río 
Negro y Soriano, en un período anterior apareció en una fotocopiadora, que era la que utilizaba la Secretaría 
General en ese entonces, fotocopias de materiales partidarios que corresponden a un sector político. 


Entonces, bienvenida la preocupación por supuestas irregularidades. Tengamos coherencia en todas las 
situaciones. No exageremos ni tengamos susceptibilidades ante las cosas que no correspondan y confiemos 
plenamente en que tenemos autoridades de la enseñanza y un Ministro de Educación y Cultura que con 
responsabilidad abordan todo este tema. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Se insiste con retrotraernos a quienes comparecemos a esta Comisión 
a episodios del pasado, en este caso, a uno que involucra al ex señor Presidente Lacalle. Creo que ese 
aspecto ya había quedado suficientemente aclarado y contestado. 


El legislador preopinante insiste con ello. Pienso que, como el mismo legislador preopinante lo pregona, la 
presencia de dirigentes políticos, sean Senadores, Diputados, ex Presidentes de la República, en los centros 
de enseñanza, en sí mismo, no es pecaminosa sino que, en todo caso, a partir de allí para llegar a que se 
verifique una violación de la laicidad, esos dirigentes deben asumir determinadas conductas que lleven a esa 
situación. 


El propio señor Diputado Mahía, que fue quien trajo el tema a colación, hizo referencia a determinadas 
expresiones del ex Presidente Lacalle en aquella oportunidad, que creo que claramente aventan cualquier 
duda al respecto. Las expresiones que aquí se escucharon del ex Presidente Lacalle, que fueron recordadas 
por el señor Diputado Mahía, hacían referencia a cuestiones de gobierno, de administración de los recursos 
del Estado, a definiciones conceptuales en cuanto a la enseñanza como un cometido esencial del Estado. Creo 
que, por definición, en ningún sentido implica incursionar en conductas que puedan considerarse o tipificarse 
como violatorias de la laicidad. 


Pienso que, en todo caso -no quiero atribuir intenciones-, haber retrotraído el análisis de la Comisión a ese 
episodio específico y, además, en reiteración real, obedece a dos aspectos fundamentales. 


Hay una gran orfandad de argumentos para explicar o justificar la acción de las actuales autoridades de la 
enseñanza en los hechos que aquí, desde la oposición, se han denunciado. En definitiva, cuando se plantean 
determinadas cosas, se denuncian determinados episodios y no se encuentra mejor recurso para explicarlos 
que hacer referencia a hechos aparentemente similares que en el pasado algún dirigente político puede haber 
realizado, demuestra evidentemente una inconsistencia, una debilidad o una falta de razones como para poder 
justificar las acciones del presente. 


Además, tiene mucho de mezclar mentiras con verdades y, en definitiva, por esa vía se justifica -desde mi 
punto de vista y adelanto una conclusión de la deliberación de la mañana de hoy con relación a los hechos 
denunciados- la incapacidad por parte de las autoridades de la enseñanza, por lo menos, de responder 
completamente todo lo que se ha consultado y así dar satisfacción a las dudas que hemos tenido y a las 
denuncias de apartamiento de la laicidad que claramente han quedado demostradas. 


SEÑOR MAHÍA.- En realidad, había dejado pasar la alusión del señor Diputado José Carlos Cardoso 
a fin de que el resto de mis compañeros y compañeras legisladores siguieran haciendo uso de la 
palabra, pero se reiteró. 


Voy a dejar constancia de dos cosas. 


Primero: las denuncias formuladas, todas y cada una de ellas, están siendo investigadas por la actual 
administración, como corresponde, en forma ajustada a Derecho. Es claro que acá se presentaron hechos y 
este Gobierno ha tomado recaudo de cada uno de ellos y está haciendo las investigaciones correspondientes 
con las garantías del debido proceso para todos. 


Quizás, ante una denuncia, alguien puede afirmar que se está violando la laicidad. Bueno, cada cual puede 
afirmar lo que quiera. El Gobierno tiene que dar las garantías del debido proceso a todos y, por lo tanto, actúa 
acorde a la Constitución y a la ley. 


Segundo: cuando traje a esta Comisión -ya lo había hecho en su oportunidad, en 2003- las palabras del ex 
Presidente Lacalle en una institución pública, en una escuela de alternancia, que son de clarísimo contenido 
político-partidario -podría utilizar algunas expresiones de algún actual legislador sobre su condición de 
dirigente político-, lo hice para que se viera cómo se respondió ante ese hecho por las ex autoridades de la 
educación, y no para comparar absolutamente nada. Ante un hecho de apariencia indudable de violación de la 
laicidad, ¿qué hace la Administración? Investiga o no. De eso se trata. 


Yo tengo mi opinión: que como el ex Presidente Lacalle es un hombre de enorme peso político en la vida 
nacional, eso indudablemente pesó en la Administración anterior. Dije además que tenía la convicción de que 
no se había dicho en Sala que había habido una investigación administrativa. Y como no tenía la certeza, iba 
a hacer un pedido de informes para saber si se había analizado ese tema en esa oportunidad. 


Por lo tanto, no comparo. Simplemente, afirmo que ante hechos denunciados por legisladores, el actual 
Gobierno procedió con todas las garantías del debido proceso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Sin ningún ánimo de interferir en el 
debate, quiero decir que la Administración Nacional de Educación Pública y el Poder Ejecutivo han 
contestado puntualmente y en forma cabal las siete preocupaciones, denuncias o asuntos que se han 
planteado. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Ante este tipo de reuniones siempre tengo la ansiedad -soy 
muy ansioso- de que sirvan para algo. 


Estos debates en los que un Diputado dice: "Usted no denunció en el pasado lo que ahora denuncia; está 
haciendo cosas distintas", no sirven para nada; tienen que ir a la papelera. Para el resultado de la reunión, no 
sirven para nada. 


¿Quién hizo el reclamo cuando el ex Presidente Lacalle hizo una intervención en una escuela? El señor 
Diputado Mahía. Pero ahora, el Diputado Mahía se enteró de lo de Viera, y no dijo nada; no hizo lo mismo 
que con Lacalle. ¿Quién reclamó? El señor Diputado Amorín Batlle. Esto es lógico -ni siquiera tendría que 
hablar del tema-, porque hace al nivel de contralor. Para eso está el contralor; para eso existe el Gobierno y la 
Oposición. 


Si todos actuáramos de la misma forma, hubiera correspondido que el Diputado Mahía rápidamente hiciera 
un pedido de informes para saber por qué el Diputado Viera actuó de esa forma en ese liceo. No está mal que 
no lo haya hecho. Dejó pasar y esperó. ¿Quién hizo el reclamo? Un Diputado de la oposición. 


Por lo tanto, dejemos de pasar esas facturas, porque son absolutamente insignificantes y no sirven para 
avanzar en esta reunión. Si no, me voy a ir como con gusto a poco. No se trata de que yo quiera acogotar a 
las autoridades de la educación para que me digan si van a matar a Viera; no es ese el objetivo. El objetivo es: 
¿se va a construir a partir de esto la idea de que sobre la educación acecha la tentación permanente de tomarla 
como un escenario de confrontación política? ¿Las autoridades están advertidas de esto? En lo personal, me 
alcanzaría con que me dijeran: "Es verdad; hay que tener más cuidado". Hay que tener cuidado, porque el 
cambio de gobierno deviene en que mucha gente diga: "Piedra libre; ahora vamo'“arriba". Más cuidado que 
nunca tienen que poner las autoridades para que eso no pase, para que los conceptos de laicidad no solo estén 
establecidos en la concepción. 


Voy a hacer una sugerencia al Presidente del CODICEN, para terminar el tema conceptual de la laicidad. 


Creo que el CODICEN debería distribuir impreso el documento del Presidente de la República sobre laicidad 
a todos los docentes y a todas las instituciones educativas. Allí figura la opinión del Presidente de la 
República, del Jefe de Gobierno, quien ha opinado cabalmente sobre este tema. De esta forma, se laudaría 
eso, para que todo el mundo sepa a qué atenerse. Ahí está dicho qué es laicidad, por si alguno no lo recuerda. 


Creo que sería bueno que todos los docentes del país recibieran este documento de parte del CODICEN. Yo 
me voy a ocupar de que eso no sea interpretado como una cuestión política, porque desde la oposición voy a 
decir que lo que hace el CODICEN está bien. 


Con esto todo el mundo tendría claro el concepto de laicidad. Se trata de la opinión del Presidente de la 
República, que está por fuera de lo partidario; tal como establece la Constitución, no tiene ninguna 
posibilidad de hacer actividad partidaria. 


Por lo tanto, pienso que un escrito del Presidente de la República distribuido por las autoridades de la 
educación no violenta nada. El Presidente de la República está por fuera de todos los partidos. Y en cuanto a 
la laicidad, dejaríamos laudado lo conceptual. 


Sin embargo, me preocupa saber si las autoridades van a quedar, no diría erizadas pero sí atentas, muy atentas 
para que no les tomen las aulas, para que no les tomen el sistema educativo por asalto creyendo que es un 
lugar de refriega, donde se sacan las ganas y, a piedra libre, puede pasar cualquier cosa. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Suscribimos lo planteado por el señor Diputado José Carlos 
Cardoso con respecto al concepto de laicidad que manejó el Presidente de la República, doctor Tabaré 
Vázquez, en su visita a la Masonería del Uruguay. 


Nosotros creemos que el laicismo es producto de una rica y compleja concepción filosófica, que comprende 
una teoría del hombre, del valor y de la función de su razón, conjuntamente con una técnica para encarar las 
relaciones humanas y la intercomunicación del pensamiento. Es una actitud mental y moral frente a los 
dogmas, cualquiera sea su naturaleza. 


Pensamos que el docente simplemente debe ayudar a levantar una puntita del velo de lo que es el 
conocimiento. El alumno, ayudado por su inteligencia, criterio y perseverancia en el estudio, aprenderá lo 
demás. No se tiene el deber de hacer otra cosa, ni el derecho de imponer a la conciencia del alumno 
convicciones que son puramente del educador y de las cuales él es el único responsable. 


Voy a hacer una evaluación política; puedo estar equivocado o no. 


Creemos que hay algo que es natural en el Gobierno: querer perpetuarse en el poder. Es natural que eso 
suceda; recién lo decía algún Diputado preopinante. Hay que tener cuidado de que la educación no se 
transforme en un instrumento para ese fin; esto es lo que la oposición también quiere plantear. 


Recién escuchaba el debate sobre si lo que dijo Lacalle violó o no la laicidad. ¿Imaginan qué sucedería si sale 
la reelección? ¿Cuántos discursos de ese tipo habría, defendiendo la gestión? 


Pienso que todos estamos de acuerdo con lo que significa el concepto de laicidad y en que debemos 
defenderla, independientemente de la posición en la que estemos. 


Para terminar, quiero hacer una pregunta al Director del CETP. Enterado de lo que hizo el profesor Rodríguez 
Mercader, ¿se va a tomar alguna medida con respecto al homenaje que se realizó? 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En nuestras intervenciones hemos intentado que el debate fuera lo más 
razonable posible 


Francamente, teniendo en cuenta este ámbito y el esfuerzo que hicieron el Ministerio de Educación y Cultura 
y el resto de las autoridades de la educación para estar sentadas acá cuatro horas, pretendemos que el debate 
sea lo más limpio posible y que las ideas fluyan en forma razonable. 


Voy a hacer algunas reflexiones sobre estos puntos. 


Vamos a solicitar al CODICEN que una vez finalizadas las investigaciones administrativas en los distintos 
liceos y en el CETP envíe a la Comisión una copia de los expedientes completos a los efectos de que 
tengamos información. Nos parece buena la medida de haber instruido investigaciones al respecto. 


En cuanto a lo sucedido en Colonia Valdense, es bastante claro que está mal lo que se hizo. Una cantidad de 
amigos me preguntaron al respecto, y les contesté que eso estuvo mal. Algo parecido sucedería si invitáramos 
a algún militar causante del golpe de Estado a una localidad que tuviera un cuartel cerca, para que explicara 
cómo se gestó el golpe de Estado. Eso estaría mal. Desde mi punto de vista, está mal que alguien vaya a 
explicar cómo se gestó la guerrilla en Uruguay en el año 1963 siendo actor principal y estaría mal que un 
actor principal del golpe de Estado fuera a explicar cómo se gestó el golpe de Estado en 1973. Francamente, 
me parece que está mal. Quizás, el brutal ejemplo nos haga ver la realidad: está mal. 


En momentos en que la totalidad de la educación está en manos de un partido político y en que en ningún 
organismo hay contralor de la oposición, uno ve que todos los ejemplos de supuesta violación de laicidad - 
que estarán investigando; desde mi punto de vista en algunos casos hay notorias violaciones a la laicidad-, 
están dados por visitas a los institutos de representantes del mismo partido político, que está en todos los 
cargos del Gobierno de la educación. En todos los casos que se han dado, son representantes del Gobierno, 
políticos que son claramente de la fuerza que está en el Gobierno, los que van a hablar con los alumnos. Eso 
es lo que nos preocupa y ese es el mensaje que queremos pasar a las autoridades de la educación. Eso es lo 
que nos parece que está mal. Se me podrá decir que lo que ocurrió con el Diputado Homero Viera estaba 
enmarcado en la visita a la "Ruta del Queso", pero no es lo mismo la "Ruta del Queso" y el robo al Tiro 
Suizo; no es lo mismo, francamente. Entonces, esas son las cosas que tenemos que cuidar. 


Sepan que nuestro interés en este tema no es sacar punta política. Sepan que estamos igual que muchos de 
ustedes -no me cabe la menor duda... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la mesa, señor Diputado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.....estamos igual que muchos de los visitantes, preocupados por el tema de 
la laicidad en el Uruguay y naturalmente vamos a hacer todas las denuncias que debamos, y nos alegra 
la visita de todos los integrantes de los entes de la enseñanza que están acá y que en algunos casos se 
esté investigando. 


Nos preocupa el doble estándar para juzgar la violación a los derechos humanos. Cuando la violación se hace 
de un lado, nos olvidamos o no la conocemos. Cuando la violación de los derechos humanos se hace del otro, 


este docente no puede estar más en la educación. Yo soy de los que piensan que los dos casos deben ser 
juzgados con fuerza. 


El señor Diputado Arregui me está mostrando un papel. 


SEÑOR ARREGUL.- Solo quería socializar lo que estoy mostrando al señor Diputado Amorín Batlle. 
Es el título de un diario que dice: "Partido Colorado desestimó en 2004 denuncia de violación de la 
laicidad". 


Lo muestro remitiéndome a lo que él dice en cuanto a que de un lado se preocupan de ciertas violaciones y 
del otro lado, no. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- A lo que me estoy refiriendo concretamente -me parece que no se me 
entendió- es que se homenajea a un profesor, lamentablemente fallecido en circunstancias espantosas, 
que secuestró, torturó y cobró rescate, cuando el secuestro del señor Sergio Molaguero. A él se lo 
homenajea. A un profesor que, aparentemente, estuvo en la violación de los derechos humanos durante 
la dictadura, se lo separa del cargo y va a terminar en una circunstancia que más o menos todos 
imaginamos. A ese doble estándar me refiero. 


Entonces, estas cosas francamente nos preocupan. 


Nos alegramos de la visita y de sus expresiones. En algunos casos, discrepamos notoriamente en los puntos 
de vista, pero me parece que es una reunión positiva. Quizás tengamos que tener otras. Si recibimos algún 
tipo de denuncia, no vamos a dudar en hablar personalmente con la visita o citarla a debatir estos temas en el 
ámbito parlamentario, que me parece un lugar bien positivo para hacerlo. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Parlamento tiene un compromiso en esta Sala y por lo tanto, a la hora 14 y 
30 deberíamos finalizar la sesión. 


SEÑORA CASTRO.- Quiero señalar el acuerdo con las actuaciones de las autoridades de la enseñanza, 
en este caso de la ANEP, del CODICEN, de los Consejos Desconcentrados y del Ministerio, según los 
informes que nos están dando. 


Si bien ya se ha planteado, también quiero decir que, a mi juicio, se ha dado contestación a las denuncias 
concretas, y no cualquier contestación, sino siguiendo las normas del debido proceso, no solo de la 
Constitución y la ley, sino las que el propio ente tiene. 


Ese sería el nivel "subcero" de lo que quería señalar. 


En primer lugar, lo que quiero expresar acá es que, desde el punto de vista histórico, en esta Casa las 
discusiones sobre el tema laicidad, en realidad, han tenido una cierta frecuencia, en forma intermitente, pero 
siempre han estado presentes. A fines del siglo XIX, no en esta Casa, pero sí en el ámbito político y donde 
estaba el Parlamento, el tema decía relación con la religión y las religiones. En la década del veinte y del 
treinta -después aparece cada tanto- se enfocó en la educación sexual y la información sexual. Y acá en esta 
Casa se discutía si violaba o no la laicidad el avanzar un poco más allá de la educación que tenía que 
equilibrarse solamente sobre la información botánica. Eso está en los diarios de sesiones. Después 
aparecieron preocupaciones, no solamente en el ámbito parlamentario y del Poder Ejecutivo sino en los 
propios ámbitos de la enseñanza, acerca de hechos históricos. Y eso transcurre. 


Creo que acá el único matemático es el profesor Guido. El profesor Netto es del área de la física. Lo que 
quiero decir es que se puede violar la laicidad cuando uno enseña y trabaja en cualquier campo cognitivo; 
absolutamente en cualquiera, si uno se pone con un bisturí muy fino; y lo sube. Cuando en la física se 
abandonó el paradigma de Newton y algunos osados querían avanzar con Einstein, se habló de violación de 
la laicidad en los campos y en los terrenos donde existía este principio de la teoría y la práctica educativa. 
Pero, hete aquí que en Uruguay, que tiene sus curiosidades -no digo que únicas, pero es bueno recordar la 


historia de este país- en 1935, cuando Salterain y Herrera estaba al frente de Secundaria, recomendaba a las 
autoridades que siguieran con particular cuidado la tarea de los docentes de historia, de filosofía y de 
literatura. O sea que hay algunas continuidades en el proceso uruguayo y creo que es bueno recordarlo acá así 
como es bueno recordar cosas mucho más recientes. 


En esta Comisión, este año -hace poco- concurrió el Directorio del INAU a propósito de un informe que 
habría librado al conjunto de los trabajadores y funcionarios, con propósito del debate educativo y tuvimos 
una extensa reunión donde el tema de la laicidad también apareció. Voy a enunciar brevemente -porque está 
en la versión y lo voy a colectivizar no para los colegas legisladores sino para nuestros visitantes- que en una 
de mis intervenciones señalé que estaba convencida de que se traía el tema de la violación de la laicidad, por 
parte de la oposición y con la frecuencia con que se lo traía, entre otras cosas, con un objetivo de 
acumulación político partidaria, porque el tema de la laicidad está sumamente enraizado a nivel de la 
población y de la identidad nacional. A cualquier ciudadano al que uno le pregunte en la calle cómo es la 
educación pública uruguaya, va a decir: "Laica, gratuita y obligatoria", porque es casi como un tren 
conceptual. A posteriori, si uno empieza a conversar un poquito más, va a entender -porque eso es lo que se 
ha "matrizado" en las cabezas en esta sociedad- que "laica" quiere decir que no se meta ninguna opinión. 


Entonces, yo desarrollaba esa posición y decía "yo creo que la oposición piensa que de esta manera, 
tácticamente, va a poder acumular, señalando errores o violaciones del Gobierno actual". Ante esto, un muy 
connotado y querido integrante de la oposición señaló: "Efectivamente, es así como dice la señora Diputada 
Castro", así que a confesión de parte, relevo de prueba. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Me permite? 

SEÑORA CASTRO.-- Voy a seguir desarrollando mi exposición porque no lo he aludido. 
Si me permite, señor Presidente, voy a continuar con mi exposición. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Está en su derecho. 


SEÑORA CASTRO.- Lo otro que quería señalar es que, ante la calidad partidaria de quienes integran 
los Consejos -tanto el Consejo Directivo Central, como los Desconcentrados, como el CDC de la 
Universidad-, uno no puede, en cualquier momento de la historia, pensar que es la única, la principal o 
la excluyente forma de garantizar el principio de laicidad. Si eso es así en el hoy, tendríamos que 
revisar la historia de este país y pensar que corrimos un riesgo muy abultado porque no ha habido 
coparticipación de todos los sectores político-partidarios. 


En tercer lugar, quería señalar con relación a la laicidad y a esto de enseñar y de aprender -que felizmente 
hace tanto tiempo sabemos que no es el famoso proceso de enseñanza-aprendizaje-, que es claro que tenemos 
tres elementos distintos: algo que conocer, lo aprendido y lo enseñado, como se ha dicho aquí, en una 
relación diría vincular, ya que no quisiera hablar del círculo para no meterme en los campos del conocimiento 
matemático. Sobre lo aprendido y sobre quien aprende está muy fuertemente marcado el principio de 
laicidad; sobre lo enseñado está esta la otra parte de la moneda, como decía el compañero Arregui, que es el 
principio de la libertad de cátedra. 


Acá se ha dicho -no es novedad porque se lo ha planteado muchas veces- que esta segunda cara de la 
moneda, la de la libertad de cátedra, es aceptable según el nivel y la modalidad de la educación que se esté 
impartiendo y, sobre todo, según la edad del educando. Admitiendo que estamos ante un estudiante que es 
mayor de edad o que está en una etapa de pensamiento abstracto desarrollado -este es el presupuesto del que 
se parte-, se puede admitir la libertad de cátedra. De lo contrario, no se admite. 


Yo quiero fundamentar en contra de esta posición por una razón muy sencilla. Como acá se ha dicho, los 
niños, las niñas y los adolescentes no son hombres y mujeres pequeños o pequeñas sino que tienen sus 
características psicológicas y de conformación de la personalidad. Los educadores, la familia y la sociedad 
debemos facilitar su proceso de crecimiento, su proceso para el pasaje de una moral heterónoma a una moral 
autónoma, sin la cual no vamos a poder dar mínimos elementos para esa garantía de la que hablábamos. Si 
compartimos la tesis de que la libertad de cátedra no puede ser ejercida por el docente que trabaja a nivel de 


Educación Primaria, de Educación Inicial o del Primer Ciclo de la Educación Media, tenemos elementos en 
contra o no favorecedores de ese proceso de construcción de la moral autónoma, con lo que estamos 
lacerando el principio de laicidad. 


Por otro lado, quiero hacer una aclaración sobre el tema de las grabaciones. Todos quienes estamos en esta 
Sala somos de los uruguayos y uruguayas privilegiados que alguna vez pudimos concurrir a un centro de 
educación. Alguno de nosotros ha sido docente o somos docentes en la actualidad, así que ese tema lo vemos. 
El asunto es que acá estamos en una situación distinta. Yo pensaba, cuando escuchaba el intercambio de ideas 
sobre la grabación, que esto es casi como lo del martillo: un martillo puede ser una herramienta muy útil para 
construir una silla, pero si lo utilizo para ejercer violencia contra un ser humano, deja de ser una herramienta 
útil para convertirse en cómplice de una agresión. 


Las grabaciones que se hacen en las aulas para distintos propósitos didácticos, en Uruguay son de uso. 
Cuando un estudiante tiene que grabar una clase le dice al profesor: "Mire profesor, voy a grabar", y no hay 
problema. Cuando me lo dicen, yo pregunto si es para alguien que no vino a clase porque, si es así, tengo 
mayor cuidado en poner más ejemplos y supongo que la grabación será utilizada con fines didácticos. Y está 
todo bien y así se hace. Inclusive, por la carencia de textos, muchas veces se toma una de esas grabaciones, se 
desgraba, se publica, se hacen comentarios, etcétera. Ahí tiene un fin concreto: el aprendizaje, y para ello es 
un instrumento didáctico 


Ahora, traer esa grabación a efectos de ejemplificar una situación, tiene otro objetivo. No es lo mismo. 
Reitero: no es lo mismo. Quería dejar sentada esa posición. 


En cuarto término, quiero referirme a que se habla mucho por la prensa, en declaraciones públicas, en 
intervenciones aquí, sobre la enseñanza de la historia reciente, sobre si la historia en realidad busca la 
reconstrucción de la verdad y de la verdad oficial, sobre si el actual Gobierno quiere imponer una verdad 
oficial o no, y todo lo demás. 


Chomsky, a quien no podemos estar relacionando con la actividad del Partido de Gobierno, en el libro "La 
(Des) Educación", que publicó en el 2003, decía: "El aprendizaje verdadero, en efecto, tiene que ver con 
descubrir la verdad, no con la imposición de una verdad oficial; esta última opción no conduce al desarrollo 
de un pensamiento crítico e independiente. La obligación de todo maestro es ayudar a sus estudiantes a 
descubrir la verdad por sí mismos, sin eliminar, por lo tanto la información y las ideas que puedan resultar 
embarazosas [...]". 


Creo que la historia y la epistemología nos ha mostrado que todo conocimiento es provisorio y que dentro del 
conocimiento histórico operan muchos elementos, entre los que está la memoria o la historia oral, que es algo 
así -pido disculpas a los profesores de historia- como una materia prima muy importante para la construcción 
del conocimiento histórico. Y esta memoria o historia oral en realidad yo creo que cuando uno la toma tiene 
que ser consciente sobre a qué está referida. 


Algunos pueden decir que la memoria es la explicación del pasado y yo realmente creo que no, que la 
memoria es la explicación del presente, que permite tener una información de cómo se llegó hasta ese 
presente. Sobre esa memoria o historia oral -como quiéramos llamarla-, desde el punto de vista 
epistemológico algunos autores, como William Mossi y otros, dicen: "La historia oral se hizo necesaria, al 
menos en parte, debido a que muchos historiadores llegaron a la conclusión de que los documentos escritos 
se limitaron excesivamente a informar sobre una clase o una elite gobernante, o a una función nacional 
dominante, como la religión o el derecho. Por lo tanto, gran parte de la historia social quedó sin registrar o 
esto se hizo con otros fines que disminuyeron la utilidad del documento (...)escrito para la historia social. En 
los grandes anales nacionales quedaron muy poco representados sectores enteros de la población y la 
perspectiva reflejada en esos anales tendía a ser sumamente legalista, oficial o burocrática". 


Yo digo: para tratar de entender esto de la historia oral vamos a remitirnos a lo que fue en nuestro país, no la 
segunda mitad del siglo XX, sino un poco más atrás, y vamos a ver no solamente la historia referida al 
accionar "político-partidario" -entre comillas- sino a otros accionares y avances de la sociedad en los 
distintos campos -no por ser la única legisladora mujer presente en esta Sala- como participación de las 
mujeres en la vida social y política de este país, que los libros y la historia enseñada hasta ahora 
prácticamente no reconoce. 


Entonces, esto de la memoria es una dimensión yo diría ambigua del recuerdo, que puede ser personal, 
colectiva, que contribuye a una construcción historiográfica más democrática, y que incluye también esto de 
la memoria popular que se extiende a la memoria transferida. Traigo esto a colación por el tema de Nueva 
Helvecia, porque nuestro compañero y colega, el Diputado Homero Viera en realidad no fue protagonista del 
Tiro Suizo ni pudo serlo por un problema de edad. Aunque los otros colegas lo vean con su pelo canoso y 
piensen que es muy anciano, en realidad es bastante más joven que yo y no pudo participar en los hechos del 
Tiro Suizo, que conoce por esto de la memoria transferida. Su testimonio en realidad creo que estaba referido 
a esto de la experiencia subjetiva colectiva, pero en su condición de transferida. Creo que todo esto es 
importante a la hora de construir ese conocimiento. Ahora, ¿qué es lo que realmente preocupa en el hoy ante 
distintas situaciones, cuando se ha planteado lo que algunos autores -y yo lo comparto- llaman "subjetividad 
desconocida" o no visualizada hasta ahora dentro de la verdad oficial histórica que existió en este país? Hay 
todo un sector muy importante que ha apoyado una verdad oficial histórica. 


Voy a dar un dato. Existe una colectividad política en este país que ha tenido largo ejercicio en el Gobierno y 
que nosotros hemos conocido, que en reiteradas oportunidades -y actualmente lo ha reiterado- ha tenido total 
vocación legalista, cuando conocidas personalidades de la historia de este país que dieron golpes de Estado - 
estoy hablando por ejemplo de Latorre o Terra- pertenecían a esa colectividad política. Y esto de la vocación 
legalista era, entonces, como una incongruencia. Esto existe no solamente en el seno de las colectividades 
políticas, sino que existe como un pensamiento desde el punto de vista social. 


Desde el punto de vista social está casi admitido, por una hegemonía cultural que lo incluye, que hay una 
verdad histórica y que esa es una sola. Cuando aparece otra visión, o se está mintiendo o se transgrede la 
laicidad. Esto es así. Ahora, incluir esto de la memoria de la historia oral, de la subjetividad desconocida y de 
la memoria transferida, en apoyo del conocimiento histórico que se va a ir elaborando, pero 
fundamentalmente del tema que hoy nos trae acá, de ese proceso de maduración y de construcción de una 
moral heterónoma hacia una moral autónoma, bajo los principios de libertad de cátedra y de laicidad, me 
parece que es fundamental. Eso genera resistencias; es clarísimo y no nos tiene que llamar la atención. 
Bienvenidos sean los momentos en que podamos debatir y discutir sobre esto. Y genera resistencia también el 
llamado sentido común, porque está construido en el seno de la sociedad y no solo en las colectividades 
político-partidarias. Y el llamado sentido común, por ejemplo -voy a poner ejemplos muy cercanos en el 
tiempo, de días- ha elaborado para esta sociedad para la segunda mitad del siglo XX la teoría de los dos 
demonios. Cuando hay un historiador que pone en duda, en término de pregunta, qué fue primero, si el huevo 
o la gallina, la sociedad y las colectividades políticas se conmocionan y salen a demandar por presunta 
violación de la laicidad, porque lo que está impreso es ese supuesto sentido común, que no es reconocido 
como conocimiento histórico provisorio a ponerse en la tela de juicio o en cuestionamiento en la medida que 
hay alumbramiento. Y eso es muy importante que lo podamos entender. 


Finalmente, quiero decir un par de cosas. En lo personal, creo que la reconstrucción histórica tiene un fin 
identitario de las comunidades. Como el señor Presidente sabe, yo soy una persona que desde hace mucho 
tiempo me importa el tema de la identidad nacional. Yo estoy convencida que vivimos en un país con una 
identidad fragmentada, un país de identidades. Creo que en este caso, para el tema que nos ocupa, tenemos 
que ver que hay una identidad variada, distinta, con matices -porque la comunidad así lo es- y que el gran 
desafío que tenemos -lo tienen las autoridades y felizmente veo que lo han enfocado con muy acertado 
criterio y creo que a nosotros como legisladores nos corresponde asumir esto como desafío también- es ver 
cómo se trata de colaborar para esa construcción de la identidad nacional, respetando esa diversidad y los 
cambios que existen. Porque no hay decreto ni posicionamiento posible que le ponga un palo en la rueda a los 
cambios que se van procesando. 


En este sentido, lo que quiero decir, con el mayor respeto a la opinión del Presidente Tabaré Vazquez y 
compartiendo sus opiniones, es que así como me hubiera parecido inoportuno que en otro momento se 
repartiera la opinión de otros Presidentes sobre la laicidad o sobre otros temas al conjunto de los docentes, 
hoy -reitero: con todo el respeto y la adhesión que tengo a la figura y al pensamiento del compañero Tabaré 
Vazquez- me parece inapropiada la propuesta que acá se hizo desde el punto de vista del respeto a la 
autonomía, pero fundamentalmente del objetivo central de un proceso educativo, que es la libertad ligada a la 
laicidad en nuestros propios niños, niñas, adolescentes y estudiantes. 


Gracias. SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- La Diputada preopinante dijo que desde que se arrancó, el 
concepto de laicidad había tenido una serie de transformaciones a lo largo de la historia del Uruguay. 


Simplemente, quiero decir que José Pedro Varela ya había planteado en su momento el tema de la laicidad 
con relación al aspecto político. 


Es cierto lo que dijo la señora Diputada en cuanto a que dos personas responsables del quiebre institucional 
en la historia de nuestro país, Terra y Santos, pertenecían a una colectividad política. Lo digo yo: eran 
colorados. Pero también es cierto que la principal oposición a esas dictaduras vino también desde las filas del 
Partido Colorado. 


SEÑORA CASTRO.- En realidad, lo que dice el señor Diputado Hackenbruch es así. Pero también es 
cierto que del lado de la oposición hubo militantes o participantes de la colectividad del Partido 
Nacional, del Partido Colorado y de los sectores progresistas, que en ese momento no nos llamábamos 
Frente Amplio, pero que los había en este país. 


Por otra parte, quiero decir que me encanta el recordatorio sobre lo relativo a la obra y trabajo de la reforma 
vareliana -que de alguna manera fue una revolución- y el planteo del pensamiento de la Sociedad de Amigos 
de la Educación Popular, donde este tema estaba presente en el último cuarto del siglo XIX. 


Lo que yo dije con relación a la década del veinte del Siglo XX, es que entonces aparecieron los primeros 
cuestionamientos a la violación de la laicidad cuando empezaron a plantearse a nivel parlamentario los temas 
de educación sexual, que en ese momento estaban referidos a si se enseñaba la botánica y hasta qué niveles. 


SEÑOR MINISTRO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Señor Presidente y señores Legisladores: me 
voy a referir a cuatro puntos en particular. 


El primero de ellos -ya lo han señalado algunos legisladores; particularmente, el señor Diputado José Carlos 
Cardoso- refiere a que se han visto en Sala coincidencias en los principios generales de la laicidad. 


Brevemente, voy a hacer referencia a documentos de esta Administración y de este Ministerio referentes al 
tema, a efectos de que puedan ser incluidos. 


En diciembre de 2005 -al comenzar a lanzarse el debate educativo por parte del Ministerio de Educación y 
Cultura, conjuntamente con la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de Diputados, la 
Administración Nacional de Educación Pública y la Universidad de la República- el Ministerio publicó un 
documento llamado "Desafíos de la Educación Uruguaya. Interrogantes para el debate educativo". En la 
página 20 de dicho documento, bajo el título "Educación y Laicidad", se marca brevemente la línea de 
pensamiento, en la que se pone particular énfasis en que no hay temas vedados ni debe haberlos y que quizás 
una de las formas más peligrosas de vulnerar la laicidad es, precisamente, manteniendo temas vedados, 
oscuros o imposibilitados de ser tratados. En el mismo documento, en la página 24, se incluyen las 
interrogantes correspondientes a este capítulo que involucra el tema de la laicidad. 


Para el debate educativo se plantea, a lo largo y ancho del país, qué condiciones deberían cumplirse para 
garantizar la laicidad en la educación. Finalmente, hace referencia a que este tema fue propuesto para la 
discusión y debatido en la Comisión Coordinadora de la Educación, donde participan no solo los entes 
públicos, sino también representantes de la educación privada, confesional y no confesional, de Primaria, 
Secundaria y Educación Superior y también representantes de Educación Física. Allí, también se planteó el 
tema para su discusión y, entre otras cosas, se resolvió -en lo que refiere a educación y laicidad- que para 
concebir la laicidad como el respeto a la libertad del pensamiento y el desarrollo del espíritu crítico, es 
necesario poner a disposición de alumnos y docentes la mayor información sobre cada tema, y además tratar 
de evitar climas educativos de pensamiento único. 


Simplemente, quiero señalar que desde que el Ministerio de Educación y Cultura tomó la responsabilidad de 
lanzar el debate educativo, el tema se puso a discusión a través de este documento y también se analizó en el 
ámbito de la Comisión Coordinadora de la Educación. Solicitaría que este documento se incorporara a la 
versión taquigráfica. 


El segundo tema que no quiero dejar pasar porque sin duda tiene mucha importancia es la autonomía de los 
entes de la enseñanza. Al comienzo de la reunión y en instancias anteriores en que comparecimos por otras 
cuestiones, hice referencia a este tema, que es un valor que hemos defendido, defendemos y defenderemos. 


Queremos dejar claro que de acuerdo con el artículo 205 -al que dimos lectura-, no le corresponde al 
Ministerio de Educación y Cultura la responsabilidad sobre todas y cada una de las resoluciones de la 
Administración Nacional de Educación Pública, del CODICEN y sus organismos desconcentrados y, por 
supuesto, de la Universidad de la República. 


El tema podrá discutirse, es claro. Simplemente diría que no recuerdo, en mi larga vida, ya en períodos de 
Gobiernos democráticos, una sola intervención del Ministerio de Educación y Cultura sobre resoluciones 
adoptadas por la ANEP o quien la precedió, ni por la Universidad de la República. 


En tercer lugar, quiero referirme a las recomendaciones que se han hecho tanto al Ministerio como a las 
autoridades de la educación sobre los cuidados que deberíamos tener, y se utilizaron diferentes expresiones: 
algo así como que ahora podría ser piedra libre, como que estaríamos frente a una sed de venganza -se aclaró 
que era externa, no dentro del Gobierno, pero que en la tentación...- y se estableció la responsabilidad tanto 
del Ministerio como de las autoridades -espero que no- de esa presunta sed de venganza. 


Quiero decir que quizás esta comparecencia en el día de hoy es la demostración más clara y más cabal de 
cómo las autoridades de la educación, en particular las de la ANEP, CODICEN y diferentes Consejos 
Desconcentrados, han tenido y tienen los cuidados respectivos. Pero no es solo cuidado respecto al tema 
laicidad sino en cuanto a la calidad de la educación, a la equidad de la educación, a la pertinencia de la 
educación, temas que sin duda preocupan tanto como el de la laicidad a las actuales autoridades de la 
educación y a este Gobierno. Por eso hemos puesto como tema prioritario de la acción del Gobierno el de la 
educación, que se empieza a reflejar en resoluciones a nivel presupuestal, pero también -tanto o más 
importante que ellas- en resoluciones con respecto a la transformación de una educación que el país necesita 
transformada. 


Así que les podemos decir a los señores legisladores que nos han planteado el tema del cuidado: tengan la 
certeza de que tenemos mucho más cuidado del que se nos pueda pedir, no solo sobre el tema de la laicidad, 
sino sobre el tema de la educación que el país necesita, destino que desgraciadamente estaba comprometido 
por la situación en que se encontró en varios aspectos el área educativa. 


Para ser lo más breve posible, finalmente quiero decir que ha habido una respuesta clara y terminante a todas 
y cada una de las denuncias que se hicieron. No vamos a prejuzgar si hubo o no violación de la laicidad. Si la 
hubo, se tomarán las medidas que correspondan y en ese sentido -aclarando y volviendo al tema de las 
autonomías y responsabilidades- quiero decir que cuando aclaramos el tema de las autonomías no quiere 
decir que no asumamos responsabilidades, porque lo dijimos y lo repetimos: estamos respaldando las 
decisiones tomadas por el CODICEN y por los Consejos Desconcentrados de la ANEP. Nos parecen, todas, 
medidas ajustadas a derecho -como no podía ser de otra manera- y además particularmente sensibles en la 
rapidez, en algunos casos actuando de oficio, inclusive antes de que las denuncias fueran formuladas y, en 
otros casos, actuando 24 o 48 horas después de enterarse y en todos los casos recurriendo, si corresponde, a la 
investigación administrativa, que descontamos los señores legisladores y toda la sociedad uruguaya van a 
conocer. No les quepa duda: la responsabilidad de la conducción de la educación en el país está en manos 
tremendamente responsables que tienen claro, antes que nada, la Constitución y las leyes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia del señor Ministro, del señor Subsecretario 
y de toda la delegación encabezada por el Profesor Yarzábal. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


